
RAZÓN. En veintinueve de junio de dos mil veintiséis, se 

incluyó el presente asunto en la lista electrónica que se publicó en la 

página oficial del Órgano de Administración Judicial, para ser 

resuelto en sesión ordinaria virtual de tres de julio del año en cita. 
Conste.

ALEJANDRO CRUZ VIVEROS
SECRETARIO DE TRIBUNAL.
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Amparo directo: 177/2025

Quejoso: 
******* ******* ********

Secretario en funciones de Magistrado 
Ponente:
Alejandro Moreno Camacho

Secretario:
Alejandro Cruz Viveros

Naucalpan de Juárez, Estado de México. Resolución del 

Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo 

Circuito, correspondiente a la sesión ordinaria, vía remota, de tres 
de julio de dos mil veintiséis.

VISTOS para resolver, los autos del juicio de Amparo Directo 

177/2025; y,

R E S U L T A N D O

PRIMERO. Demanda de Amparo. Por escrito presentado el 

doce de febrero de dos mil veinticinco, en la Oficialía de Partes 

Común de las Salas Regionales Norte-Este del Estado de México, 

del Tribunal Federal de Justicia Administrativa;  ******* ******* 

******** demandó el amparo contra la sentencia de dos de 

diciembre de dos mil veinticuatro, emitida por la Segunda Sala 

Regional Norte-Este en el Estado de México, del Tribunal Federal de 

Justicia Administrativa, dentro del juicio de nulidad **************.

SEGUNDO. Trámite del juicio de amparo directo. Por razón 

de turno, correspondió conocer de la demanda al Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo 
Circuito; por auto de presidencia de veintiséis de febrero de dos 
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mil veinticinco, lo registró con el número ********; y, determinó la 

remisión del asunto a este Primer Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Segundo Circuito, al advertir del juicio de nulidad 

****************, que existía un conocimiento previo.

Recibido el asunto por este tribunal, en acuerdo de 

presidencia dictado el tres de marzo de dos mil veinticinco, en el 

cuaderno de varios 1/2025, se aceptó el conocimiento previo 

planteado, por lo que se ordenó la remisión de las constancias a la 

Oficina de Correspondencia Común de los Tribunales Colegiados en 

Materia Administrativa del Segundo Circuito, con residencia en 

Naucalpan de Juárez, para que se le diera el trámite de turno 

correspondiente.

Una vez que fue devuelto el asunto a este tribunal, mediante 

acuerdo de presidencia de diez de marzo de dos mil veinticinco, 

lo admitió con el número 177/2025 y, se tuvo como autoridades 

terceras interesadas a la Administración Desconcentrada de 

Recaudación de México “2” del Servicio de Administración 

Tributaria, así como a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público.

La admisión de la demanda se notificó al Fiscal Federal, 

quien no formuló pedimento.

TERCERO. Alegatos. En acuerdo de diez de junio de dos 
mil veinticinco, se tuvieron por apersonadas a las autoridades 

terceras interesadas y por formulados sus alegatos, los cuales se 

dijo, serían considerados en el momento procesal oportuno, de 

resultar procedente.

CUARTO. Turno. Mediante auto de veintidós de octubre de 
dos mil veinticinco, se turnaron los autos al secretario en 
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funciones de magistrado Alejandro Moreno Camacho, para la 

elaboración del proyecto respectivo.

QUINTO. Nueva integración. En acuerdo de doce de febrero 
de dos mil veintiséis, se informó a las partes que, a partir de dicha 

fecha, este tribunal colegiado quedaría integrado por el magistrado 

Óscar Vázquez Moreno (presidente), el secretario en funciones de 

magistrado Alejandro Moreno Camacho, y de manera interina, la 

magistrada Priscila Andrea Reza Valadez, en sustitución de la 

magistrada Diana Elda Pérez Medina, en tanto esta última 

permanezca comisionada, en el Pleno Regional en Materias 

Administrativa y Civil de la Región Centro-Sur, con residencia en la 

Ciudad de México, de conformidad con el oficio SEADS/291/2026, 

de once de febrero de dos mil veintiséis, suscrito por el secretario 

ejecutivo de la Comisión de Adscripción de la Secretaría Ejecutiva 

de la Comisión de Adscripción del Órgano de Administración 

Judicial; y,

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Competencia. Este Tribunal Colegiado es 

legalmente competente para conocer y resolver el presente juicio de 

amparo, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 103, 

fracción I, y 107, fracción V, inciso b), de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; 34 y 170 de la Ley de Amparo; 35, 

fracción I, inciso b), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación; y, en el Acuerdo General 3/2013, del Pleno del 

entonces Consejo de la Judicatura Federal, publicado en el Diario 

Oficial de la Federación, el quince de febrero de dos mil trece, 

relativo a la determinación del número y límites territoriales de los 

circuitos en que se divide el territorio de la República Mexicana; y al 

número, a la jurisdicción territorial y especialización por materia de 

los tribunales de circuito y de los juzgados de distrito, que en su 
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acuerdo tercero, fracción II, se refiere a la jurisdicción territorial de 

los tribunales colegiados en materia administrativa, con residencia 

en Naucalpan de Juárez, Estado de México; toda vez que el acto 

reclamado lo constituye una sentencia dictada por la Segunda Sala 

Regional Norte-Este en el Estado de México del Tribunal Federal de 

Justicia Administrativa, con residencia en la jurisdicción de este 

tribunal colegiado.

SEGUNDO. Consideración especial. La resolución de este 

asunto se llevará a cabo de manera remota, a través del Sistema 

Electrónico del Órgano de Administración Judicial que permite la 

celebración de videoconferencias, el cual se incorpora como 

mecanismo facultativo en la actividad permanente de los órganos 

jurisdiccionales.

Ello, de conformidad con el artículo 3 de la Ley de Amparo; y, 

el Acuerdo General AG-POAJ-006/2026, del Pleno del Órgano de 

Administración Judicial, que regula la integración y trámite del 

expediente electrónico y el uso de videoconferencias en todos los 

asuntos competencia de los órganos jurisdiccionales a cargo del 

referido órgano, de quince de abril de dos mil veintiséis, publicado 

en el Diario Oficial de la Federación el diecisiete siguiente; así como 

su aclaración de veintiuno de abril del año en cita, publicada en el 

propio medio oficial el veinticuatro de ese mes y anualidad.

TERCERO. Fijación y certeza del acto reclamado. La parte 

quejosa reclama la sentencia de dos de diciembre de dos mil 

veinticuatro, emitida por la Segunda Sala Regional Norte-Este en el 

Estado de México, del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, 

en el juicio de nulidad **************.

La existencia del acto reclamado quedó acreditada con el 
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5

informe justificado de la autoridad responsable y con los autos 

originales del juicio de nulidad que remitió como sustento de este.

Documentales a las que se les concede valor probatorio pleno 

en términos de los artículos 129, 197 y 202 del Código Federal de 

Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo; 

por tanto, se tiene plenamente probada la existencia del acto 

reclamado a la autoridad responsable.

CUARTO. Oportunidad en la presentación de la demanda 
de amparo directo. La demanda de amparo se presentó de manera 

oportuna como se ve a continuación:

Días hábiles siguientes a la 
fecha de publicación del boletín 

jurisdiccional.

Sentencia 
reclamada:

Fecha de 
notificación 

de la 
sentencia:

Primer 
día:

Segundo 
día:

Tercer día 
(fecha en 
que surtió 

efectos):1

Plazo de 15 
días 

transcurrió 
del: Días inhábiles

Fecha de 
presentación 

de la 
demanda:

02 de 
diciembre 
de 2024.

16 de enero 
de 2025. 17 de 

enero de 

2025.

20 de 

enero 

de 2025.

21 de enero 

de 2025.

Del 22 de 
enero al 13 
de febrero 
de 2025.

18, 19, 25 y 26 
de enero, 01, 
02, 08 y 09 de 
febrero, todos 
de 2025, por 
ser sábados y 
domingos.2

Así como el 033 
y 054 de 

12 de febrero 
de 2025.

1 “ARTÍCULO 65.- Las notificaciones a los particulares y a las autoridades en el juicio 
deberán realizarse por medio del Boletín Jurisdiccional, enviándose previamente un aviso 
electrónico a su dirección de correo electrónico o dirección de correo electrónico institucional 
según sea el caso, de que se realizará la notificación, a más tardar el tercer día siguiente a 
aquél en que el expediente haya sido turnado al actuario para ese efecto. El aviso de 
notificación deberá ser enviado cuando menos con tres días de anticipación a la publicación 
del acuerdo, resolución o sentencia de que se trate en el Boletín Jurisdiccional.

(…)

La notificación surtirá sus efectos al tercer día hábil siguiente a aquél en que se 
haya realizado la publicación en el Boletín Jurisdiccional o al día hábil siguiente a 
aquél en que las partes sean notificadas personalmente en las instalaciones 
designadas por el Tribunal, cuando así proceda, en términos de lo establecido por el 
artículo 67 de esta Ley.

Dicho aviso deberá incluir el archivo electrónico que contenga el acuerdo y en el caso del 
emplazamiento, el escrito de demanda correspondiente”.

2 Artículos 19 de la Ley de Amparo y 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación.
3 Acuerdo SS/1/2025, emitida por el Pleno General de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa.
4 De conformidad con el artículo 19 de la Ley de Amparo.
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febrero de 
2025, por ser 
inhábiles.

QUINTO. Legitimación. La persona que promueve la 

demanda se encuentra legitimada, ya que se trata del actor en el 

juicio administrativo de origen, esto es, de ******* ******* ********, 

lo que actualiza el supuesto de legitimación que refieren los artículos 

5, fracción I y 6 de la Ley de Amparo.

SEXTO. Cuadro Procesal. Previo al estudio de los conceptos 

de violación, resulta conveniente efectuar un relato de los 

antecedentes del caso de acuerdo con las constancias de autos, el 

cual se hace en los términos siguientes:

1. Presentación de demanda. Por escrito presentado el 

veintiséis de marzo de dos mil veinticuatro, en la Oficialía de 

Partes Común de las Salas Regionales Norte-Este del Estado de 

México, del Tribunal Federal de Justicia Administrativa;  ******* 

******* ******** demandó la nulidad de la resolución contenida en 

el oficio  *************************, de cuatro de octubre de dos 

mil veintitrés, mediante la cual, el Administrador Desconcentrado de 

Recaudación de México “2”, del Servicio de Administración 

Tributaria ordenó la inmovilización de la cuenta bancaria 

**********, a efecto de hacer efectivo el cobro de los créditos 

fiscales determinados en el oficio  ************************* , 

respecto del cual también hizo valer que operó la prescripción.

2. Admisión de la demanda. Mediante proveído de dos de 
abril de dos mil veinticuatro, la magistrada instructora adscrita a la 

primera ponencia de la Segunda Sala Regional Norte-Este en el 

Estado de México, del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, 

admitió la demanda en la vía ordinaria y ordenó el emplazamiento 

de la autoridad demandada Administración Desconcentrada de 
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Recaudación de México “2”, del Servicio de Administración 

Tributaria, para que produjera su contestación.

3. Contestación. Mediante oficios presentados el veintiocho 
y treinta de mayo de dos mil veinticuatro (fojas 147 y 177 del 

juicio de nulidad), la autoridad demandada produjo su contestación, 

acompañando las pruebas que estimó pertinentes; en acuerdo de 

cuatro de junio siguiente (foja 1254) se tuvo por formulada y, por 

ofrecidas y admitidas las pruebas de su parte; además indicó plazo 

a la parte actora para que ampliara su demanda.

4. Ampliación. Por escrito presentado el dos de julio de dos 
mil veinticuatro (foja 1260 del juicio de nulidad), la parte actora 

amplió su demanda; en proveído de tres siguiente se tuvo por 

formulada, ordenando que se corriera traslado a la demandada.

5. Contestación de ampliación. Por oficio presentado el 

veintisiete de agosto de dos mil veinticuatro (foja 1276 del juicio 

de nulidad), la autoridad demandada produjo su contestación a la 

ampliación; en acuerdo de dos de septiembre siguiente se tuvo 

por hecha y se señaló plazo para que las partes formularan 

alegatos. 

6. Sentencia. Llevado a cabo el procedimiento, el dos de 
diciembre de dos mil veinticuatro, la Segunda Sala Regional dictó 

la sentencia que concluyó con los siguientes puntos resolutivos: 

“I.- Resultan parcialmente fundadas las causales de 
improcedencia y sobreseimiento planteadas por la autoridad 
demandada, en consecuencia:

II.- SE SOBRESEE el presente juicio, únicamente en cuanto al 
oficio número ************************* de cuatro de octubre 
de dos mil veintitrés, conforme a lo expuesto en la parte 
conducente del Considerando Tercero de esta sentencia.
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III.- Es procedente el juicio contencioso, respecto del cobro del 
crédito fiscal determinado por medio del oficio ****************
*********, en el que la parte actora no acreditó los hechos 
constitutivos de su acción; por tanto:

IV. Se reconoce la VALIDEZ del cobro del referido crédito fiscal 
determinado, al no haber operado la prescripción, acorde a lo 
expuesto en el último Considerando del Presente fallo. 

…”

SÉPTIMO. Consideraciones de la sentencia reclamada.

En el considerando tercero, analizó las causas de 

improcedencia hechas valer por la demandada, como sigue:

a) Estimó que, por cuanto hace a la inmovilización de la cuenta 

bancaria ordenada mediante oficio  *************************, de 

cuatro de octubre de dos mil veintitrés, se actualizaron las hipótesis 

de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 2, 

párrafo primero, 8, fracción II, y 9, fracción II, de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, en relación con el 

numeral 3, penúltimo párrafo, de la Ley Orgánica del Tribunal 

Federal de Justicia Administrativa, conforme a los cuales el juicio 

contencioso es procedente contra las resoluciones administrativas 

definitivas previstas por la Ley Orgánica; por tanto, es improcedente 

cuando se hace valer contra actos que no afectan la esfera jurídica 

del demandante, o bien, cuya competencia no sea materia del 

conocimiento de ese Tribunal, como ocurre con aquellos que no 

están previstos en el referido dispositivo 3. 

Así, tras explicar los alcances del concepto de definitividad 

para efecto de la procedencia del juicio contencioso federal, la Sala 

precisó que, en el escrito inicial de demanda, la parte actora 

demandó la nulidad de la inmovilización de su cuenta bancaria 
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ordenada mediante oficio *************************, de cuatro de 

octubre de dos mil veintitrés, emitido por la Administración 

Desconcentrada de Recaudación de México “2”, de la 

Administración General de Recaudación, del Servicio de 

Administración Tributaria; mientras que, al contestar la demanda, la 

autoridad exhibió el original de dicho oficio del cual advirtió que 

solicitó a  **** ******* ******** ******** *********** ** ***** 

********* ***** ********** **** ******  la inmovilización de hasta 

por la cantidad de $************* (********** ******** *********** 

******* * **** *** *********** ***** pesos **/100, moneda nacional), 

de todos los depósitos bancarios, seguros o cualquier otro depósito 

en moneda nacional o extranjera que hubiera en la cuenta 

********** del actor, derivado del crédito fiscal firme contenido en 

el oficio ************* ************.   

Luego, precisó que los artículos 156-Bis y 156-Ter del Código 

Fiscal de la Federación, establecen que, cuando un crédito fiscal se 

encuentre firme y no esté garantizado, la autoridad deberá girar 

oficio a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, a efecto de 

inmovilizar cuentas bancarias a nombre del deudor hasta por el 

monto del crédito fiscal y que, una vez que la entidad financiera 

informe a la autoridad fiscal sobre la inmovilización, se notificará al 

contribuyente, lo que puso de relieve que el oficio por el que se 

ordenó la inmovilización de las cuentas, únicamente se notificará a 

las instituciones bancarias, no a los contribuyentes.

En ese orden de ideas, expuso que cuando el acto impugnado 

sea el oficio que inicia al procedimiento respectivo, no constituye 

una resolución definitiva impugnable en términos del artículo 3 de la 

Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa; por lo 

tanto, en su contra no procede el juicio contencioso administrativo, 

independientemente de los conceptos de impugnación que se 

hubieran planteado en el escrito de demanda.
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Ello porque si bien, el oficio impugnado hace referencia a la 

inmovilización de los depósitos de cualquier tipo que tenga a favor el 

demandante, lo cierto era que no estaba comunicando a la parte 

actora algún bloqueo, inmovilización o transferencia de fondos, en el 

entendido que en el citado oficio no se materializó la inmovilización 

en comento; por tanto, estimó que no adquiere el carácter de acto 

definitivo.

En consecuencia, reiteró que se actualizó la causa de 

improcedencia prevista en el artículo 8, fracción II, de la Ley Federal 

de Procedimiento Contencioso Administrativo, por lo que debía 

sobreseerse en el juicio conforme al numeral 9, fracción II, del 

mismo ordenamiento legal, lo que le impedía entrar el estudio de las 

cuestiones planteadas de fondo en contra de dicho oficio.

b) Por otro lado, expuso que la parte actora también había 

controvertido la legalidad del cobro del crédito fiscal determinado en 

el oficio  ********** ***************, por considerar que operó la 

prescripción de la obligación principal; aspecto que, para la 

procedencia del juicio contencioso administrativo, le causaba 

agravios en materia fiscal; por tanto, estimó que se actualizó el 

supuesto de competencia previsto en la fracción V del artículo 3 de 

la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa.

Consecuentemente, calificó de infundadas las causales de 

improcedencia y sobreseimiento previstas en el artículo 8, 

fracciones I y II, en relación con la hipótesis de sobreseimiento 

establecida en el diverso 9, fracción II, de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo que hicieron valer en 

contra de la legalidad del cobro fiscal.

En el considerando cuarto, desestimó los conceptos de 
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nulidad que hizo valer el actor en el escrito inicial de demanda y el 

de ampliación, donde sostuvo medularmente que se actualizó la 

prescripción del crédito fiscal en términos del artículo 146 del Código 

Fiscal de la Federación, al transcurrir más de diez años contados 

desde que el adeudo pudo ser legalmente exigible.

Al respecto, la Sala precisó que la prescripción es una forma 

de extinguir la obligación fiscal, pues independientemente de la 

legalidad del crédito fiscal determinado, por seguridad jurídica, la ley 

concede un plazo fatal al fisco para que cobre la liquidación una vez 

que se haya hecho exigible y, en caso de no ejercerlo en el plazo 

correspondiente, se tendrá por extinguida dicha obligación de 

conformidad con el numeral 146 del Código Fiscal de la Federación.

Destacó que, conforme al dispositivo referido, vigente al 

momento de la determinación del crédito fiscal de treinta y uno de 

enero de dos mil trece, el término para que ocurra la prescripción de 

un crédito fiscal es de cinco años, que inicia a partir de la fecha en 

que el pago pudo ser legalmente exigido, siendo que dicho término 

se interrumpe por las siguientes causas:

1. Con cada gestión de cobro que el acreedor notifique o haga 

saber al deudor.

2. Por el reconocimiento expreso o tácito de este respecto de 

existencia del crédito; o,

3. Cuando el contribuyente hubiera desocupado su domicilio 

fiscal sin haber presentado el aviso de cambio correspondiente o 

cuando hubiere señalado de manera incorrecta su domicilio fiscal.

Que, por otra parte, se suspende el plazo de prescripción 

cuando también sea suspendido el procedimiento administrativo de 

A
L

E
JA

N
D

R
O

 C
R

U
Z

 V
IV

E
R

O
S

706a6620636a663300000000000000000001450e
22/04/29 14:47:36

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Amparo Directo 177/2025

12

ejecución en los términos del artículo 144 del Código Fiscal de la 

Federación, conforme al cual:

1. No se ejecutarán los actos administrativos cuando se 

garantice el interés fiscal, satisfaciendo los requisitos legales.

2. Tampoco se ejecutará el acto que determine un crédito 

fiscal hasta que venza el plazo de cuarenta y cinco días siguientes a 

la fecha en que surta efectos su notificación del acto que determine 

un crédito fiscal, o de quince días, tratándose de la determinación de 

cuotas obrero-patronales o de capitales constitutivos al seguro 

social, si a más tardar al vencimiento de los citados plazos se 

acredita la impugnación que se hubiere intentado y se garantiza el 

interés fiscal satisfaciendo los requisitos legales, se suspenderá el 

procedimiento administrativo de ejecución.

3. Cuando el contribuyente hubiere interpuesto en tiempo y 

forma el recurso de revocación o, en su caso, el procedimiento de 

resolución de controversias previsto en un tratado para evitar la 

doble tributación de los que México es parte, el plazo para 

garantizar el interés fiscal será de cinco meses siguientes a partir de 

la fecha en que se interponga cualquiera de los referidos medios de 

defensa, debiendo el interesado acreditar ante la autoridad fiscal 

que lo interpuso dentro de los cuarenta y cinco días siguientes a esa 

fecha, a fin de suspender el procedimiento administrativo de 

ejecución.

4. Si concluido el plazo de cinco meses para garantizar el 

interés fiscal no ha sido resuelto el recurso de revocación, el 

contribuyente no estará obligado a exhibir la garantía 

correspondiente sino, en su caso, hasta que sea resuelto dicho 

recurso.
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5. En el medio de defensa se impugnen únicamente algunos 

de los créditos determinados por el acto administrativo, cuya 

ejecución fue suspendida, se pagarán los créditos fiscales no 

impugnados con los recargos correspondientes.

6. Se garantice el interés fiscal, el contribuyente tendrá 

obligación de comunicar por escrito la garantía, a la autoridad que le 

haya notificado el crédito fiscal.

7. Si se controvierten sólo determinados conceptos de la 

resolución administrativa que determinó el crédito fiscal, el particular 

pagará la parte consentida del crédito y los recargos 

correspondientes, mediante declaración complementaria y 

garantizará la parte controvertida y sus recargos.

8. En el supuesto del párrafo anterior, si el particular no 

presenta declaración complementaria, la autoridad exigirá la 

cantidad que corresponda a la parte consentida, sin necesidad de 

emitir otra resolución; si se confirma en forma definitiva la validez de 

la resolución impugnada, la autoridad procederá a exigir la 

diferencia no cubierta, con los recargos causados.

9. No se exigirá garantía adicional si en el procedimiento 

administrativo de ejecución ya se hubieran embargado bienes 

suficientes para garantizar el interés fiscal o cuando el contribuyente 

declare bajo protesta de decir verdad que son los únicos que posee; 

en el caso de que la autoridad compruebe por cualquier medio que 

esta declaración es falsa podrá exigir garantía adicional, sin perjuicio 

de las sanciones que correspondan; en todo caso, se observará lo 

dispuesto en el segundo párrafo del artículo 141 del mismo Código.

10. También se suspenderá la ejecución del acto que 

determine un crédito fiscal cuando los tribunales competentes 
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notifiquen a las autoridades fiscales sentencia de concurso mercantil 

dictada en términos de la ley de la materia y siempre que se hubiese 

notificado previamente a dichas autoridades la presentación de la 

demanda correspondiente.

11. En el caso del impuesto empresarial a tasa única causado 

con posterioridad a la declaratoria de concurso mercantil decretada 

por el tribunal competente, el cobro de dicho impuesto se 

suspenderá desde la notificación de dicha declaratoria, hasta que se 

firme el convenio respectivo entre el contribuyente con los 

acreedores y el fisco federal o en su caso sea decretada la quiebra 

de este.

12. El impuesto señalado en el párrafo anterior podrá incluirse 

dentro de la condonación a que se refiere el artículo 146-B del 

Código Fiscal de la Federación.

13. Las autoridades fiscales continuarán con el procedimiento 

administrativo de ejecución a fin de obtener el pago del crédito 

fiscal, cuando en el procedimiento judicial de concurso mercantil se 

hubiere celebrado convenio estableciendo el pago de los créditos 

fiscales y éstos no sean pagados dentro de los treinta días 

siguientes a la celebración de dicho convenio o cuando no se dé 

cumplimiento al pago con la prelación establecida en este Código; 

asimismo, las autoridades fiscales podrán continuar con dicho 

procedimiento cuando se inicie la etapa de quiebra en el 

procedimiento de concurso mercantil en los términos de la ley 

correspondiente.

14. En caso de negativa o violación a la suspensión del 

procedimiento administrativo de ejecución, los interesados podrán 

promover el incidente de suspensión de la ejecución ante la Sala del 

Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa que conozca del 
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juicio respectivo u ocurrir al superior jerárquico de la autoridad 

ejecutora, si se está tramitando recurso, acompañando los 

documentos en que conste el medio de defensa hecho valer y el 

ofrecimiento o, en su caso otorgamiento de la garantía del interés 

fiscal; el superior jerárquico aplicará en lo conducente las reglas 

establecidas por este Código para el citado incidente de suspensión 

de la ejecución.

Agregó que el citado precepto precisa que el plazo de 

prescripción, en ningún caso, incluyendo cuando este se haya 

interrumpido, podrá exceder de diez años contados a partir de que 

el crédito fiscal pudo ser legalmente exigido, pero que para ese 

plazo no se computarán los periodos en los que se encontraba 

suspendido por las causas previstas en la ley.

Además, señaló que para determinar la fecha en que el crédito 

fiscal pudo ser exigible, se debe acudir al contenido del artículo 65 

del Código Fiscal de la Federación, conforme al cual, los créditos 

fiscales deberán pagarse o garantizarse, junto con sus accesorios, 

dentro de los cuarenta y cinco días siguientes a aquél en que haya 

surtido efectos su notificación.

En adición, consideró indispensable precisar el momento en 

que la obligación fiscal se vuelve exigible, para que, a partir de ahí, 

comience a computarse el plazo para determinar si, en la especie, 

se configuró la prescripción o no conforme a lo previsto en el artículo 

146 del Código Fiscal de la Federación y, citó la Jurisprudencia 

2a./J. 15/2000, de rubro: “PRESCRIPCIÓN PREVISTA EN EL 

ARTÍCULO 146 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. EL 

PLAZO PARA QUE SE INICIE ES LA FECHA EN QUE EL PAGO 

DE UN CRÉDITO DETERMINADO PUDO SER LEGALMENTE 

EXIGIBLE.”, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, de la cual advirtió que el cómputo del término 
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de la prescripción se inicia a partir de la fecha en que el pago de 

dicho crédito pudo ser legalmente exigido, esto es:

I. Cuando existe una resolución determinante.

II. Que esté debidamente notificada.

II. En la que se determine un crédito fiscal a cargo del 

contribuyente.

Luego, expuso que, de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 145 del Código Fiscal de la Federación, para que exista un 

crédito fiscal exigible se requiere que, estando debidamente 

determinado y notificado, éste no sea pagado o garantizado dentro 

del plazo previsto el artículo 65 del mismo Código, esto es, de 

cuarenta y cinco días para el caso de los créditos fiscales 

notificados antes del uno de enero de dos mil catorce.

En la especie, la Sala precisó que la parte actora hizo valer 

que operó la prescripción del crédito determinado en el oficio ****

*********************, de seis de mayo de dos mil once, por 

considerar que excedió el plazo de diez años contado desde que el 

adeudo pudo ser legalmente exigible, conforme al artículo 146 del 

Código Fiscal de la Federación y que, a fin de acreditar que dicho 

plazo aún no ha fenecido, la demandada ofreció como prueba la 

copia certificada de la sentencia de cinco de noviembre de dos mil 

dieciocho, emitida por la Primera Sala Regional Norte-Este del 

Estado de México de ese Tribunal, en el juicio contencioso ********

*******, cuyo contenido invocó como hecho notorio y expuso que la 

tuvo a la vista atento a que la autoridad ofreció la instrumental de 

actuaciones de dicho sumario, de la que advirtió:

Que en dicho expediente se concluyó que no se actualizaba la 
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figura de prescripción a favor de la actora, pues aún sin tomar en 

consideración los actos del procedimiento administrativo de 

ejecución aportados por la enjuiciada en el juicio ****************

**, el plazo se interrumpió y, en su caso se suspendió, por sendas 

actuaciones ahí descritas.

Lo anterior, porque como se había señalado en sentencia de 

cinco de noviembre de dos mil dieciocho; dictada por la Primera 

Sala Regional Norte Este del Estado de México, la resolución 

determinante del crédito fiscal, contenida en el oficio número  ****

*********************, se hizo exigible el veintitrés de agosto de 

dos mil once.

Sin embargo, la aquí responsable sostuvo que dadas las 

diversas actuaciones analizadas y valoradas en sentencia definitiva 

de cinco de noviembre de dos mil dieciocho, no debían soslayarse 

los períodos por los cuales transcurrió el plazo de prescripción para 

el cobro del crédito fiscal (sin considerar la suspensión); a saber:

1. Que del veintitrés de agosto de dos mil once ─fecha en 

la que quedaron firmes los créditos fiscales  *******,  *******, 

******* y  *******, actualmente controlados con los números 

*******,  ******* ,  *******  y  ******* ─, al veintinueve de 
agosto de dos mil once ─data en la que la parte actora interpuso 

recurso de revocación─, sólo transcurrieron seis días.

2. Que del cinco de octubre de dos mil once ─fecha en la 

que se notificó la resolución del recurso  *********** ─, al 

dieciocho de octubre siguiente ─data en la que la actora interpuso 

el recurso de revocación *********─, transcurrieron trece días.

3. Que del diecinueve de diciembre de dos mil once ─fecha 

en la que se notificó a la actora la resolución del  *********─, al 
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dos de marzo de dos mil doce ─data en la que interpuso el 

recurso de revocación **********─, únicamente transcurrieron dos 

meses con catorce días.

4. Que del cuatro de abril de dos mil doce ─fecha en la que 

fue notificada la resolución del recurso **********─, al nueve de 
julio de dos mil trece ─data en la que la actora presento el recurso 

**********─, transcurrió un año con tres meses y cinco días.

5. Que del veinticuatro de julio de dos mil trece ─fecha en 

que se notificó a la actora el recurso  **********─, al ocho de 
mayo de dos mil catorce ─data en que la actora interpuso el 

recurso **********─, transcurrieron nueve meses y trece días.

6. Que del dos de junio de dos mil catorce ─fecha en la que 

se notificó al actor la resolución del **********─, al treinta y uno 
de julio de dos mil catorce ─data en la que la parte actora 

interpuso el recurso  **********─, sólo transcurrió un mes y 

veintinueve días.

7. Que del veinte de agosto de dos mil catorce ─fecha en la 

que se notificó a la parte actora la resolución del **********─, al 

veintitrés de enero de dos mil quince ─data en la que la parte 

actora reconoció la existencia de los créditos fiscales en el juicio 

***************─, transcurrieron cinco meses y tres días.

8. Que del veintitrés de enero de dos mil quince ─fecha en 

la que la parte actora reconoció la existencia de los créditos fiscales 

en el juicio ***************─, al diez de junio de dos mil quince 

─data en la que la actora interpuso el recurso  **********─, 

transcurrieron cuatro meses con dieciocho días.

9. Que del seis de julio de dos mil quince ─fecha en la que 
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se notificó a la parte actora la resolución del recurso **********─, 

al veintiuno de agosto de dos mil quince ─data en la que 

interpuso el recurso  *********─, transcurrieron un mes y quince 

días.

10. Que del catorce de septiembre de dos mil quince 

─fecha en la que se notificó a la actora la resolución del recurso de 

revocación  *********─, al cuatro de noviembre de dos mil 
quince ─data en que la parte actora interpuso el juicio de nulidad 

***************─, transcurrió un mes y veintiséis días.

11. Que del cuatro de noviembre de dos mil quince ─fecha 

en la que la actora interpuso la demanda en el juicio **************

*─, al uno de diciembre de dos mil quince ─data en la que se 

suspendió el procedimiento administrativo de ejecución─, transcurrió 

un mes con tres días.

12. Que del dieciocho de mayo de dos mil dieciséis ─fecha 

en la que se emitió la sentencia definitiva en el juicio **************

*─, al dos de enero de dos mil diecisiete ─data en la que la 

actora interpuso la demanda que dio lugar al juicio *************─, 

transcurrieron siete meses con quince días, más la suma del plazo 
de un mes con un día ─que tuvo lugar antes de la suspensión de la 

ejecución de los actos del procedimiento─, resultaron ocho meses 

con dieciséis días.

13. Que del dos de enero de dos mil diecisiete ─fecha en la 

que la parte actora reconoció la existencia de los créditos fiscales 

determinados en la resolución contenida en el oficio *************

************, de seis de mayo de dos mil once, a través de la 

demanda que dio lugar al juicio  *************─, al veintitrés de 
enero de dos mil diecisiete ─data en la que se emitió la sentencia 

interlocutoria que concedió la suspensión definitiva de la ejecución 
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de los créditos fiscales  *******,  *******,  ******* у  *******─, 

transcurrieron veintidós días y se suspendió el procedimiento 

administrativo de ejecución.

Conforme a lo anterior, señaló que, de la suma a los períodos 

antes indicados, daba el resultado siguiente:

(Se suprime imagen)

De donde obtuvo que, ciento ochenta y tres días constituyen 

seis meses y tres días, en tanto que treinta y cinco meses, 

constituyen dos años y once meses; los que sumados con un año 

(del periodo 4 y columna denominada "Años", indicado en la tabla 

anterior), dieron como resultado tres años, cinco meses y tres días 

transcurridos sin considerar los plazos de suspensión.

Agregó que, constituía un hecho notorio que en la sentencia 

de cuatro de noviembre de dos mil diecisiete, dictada en el juicio 

*************, la Primera Sala Regional Norte-Este del Estado de 

México, del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, había 

decretado el sobreseimiento en el juicio; y, si bien el siete de agosto 

de dos mil diecinueve, había promovido el juicio contencioso 

***************, radicado ante la misma Sala, ello no había 

suspendido el plazo de prescripción, ni tenía actualizada la medida 

suspensiva, en el entendido que no contaba con constancias que 

demostraran haber garantizado el interés fiscal.

Incluso, refirió que, aun cuando el diecisiete de septiembre de 

dos mil veinte, la parte actora promovió el juicio contencioso 

***************, radicado ante esa Segunda Sala, tal aspecto 

tampoco suspendió por sí mismo el plazo de prescripción, ni se 

tenía actualizada la medida suspensiva, en el entendido que 

tampoco contaba con constancias que demostraran que se 
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garantizó el interés fiscal, aunado a que el acto combatido consistió 

en la resolución de treinta de octubre de dos mil diecinueve, 

mediante la cual el Administrador Desconcentrado de Recaudación 

de la Administración Desconcentrada de Recaudación de México 

"2", del Servicio de Administración Tributaria, resolvió sobre el 

ofrecimiento de garantía presentado el dieciséis de octubre de dos 

mil diecinueve.

Por ello, consideró que la suspensión de la ejecución del 

crédito fiscal decretada en sentencia interlocutoria de veintitrés de 

enero de dos mil diecisiete, sólo abarcó hasta el cuatro de 

noviembre de dos mil diecisiete, momento que se dictó sentencia 

definitiva en el juicio *************, conforme al artículo 28, fracción 

IV, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo; 

última suspensión que advirtió en el juicio, en concordancia con el 

fallo del diverso juicio  ***************, respecto de los otros 

períodos que suspendieron el plazo de prescripción.

Atento a lo anterior, la Sala indicó que de la última fecha 

─cuatro de noviembre de dos mil diecisiete─, al veintiséis de 
marzo de dos mil veinticuatro, en que se promovió el juicio 

************** que resolvía, transcurrieron seis años, cuatro meses 

y veintidós días.

Con base en lo referido, estimó que sumados los plazos 

establecidos en la sentencia de cinco de noviembre de dos mil 

dieciocho ─tres años, cinco meses y tres días─ y el que atañe al 

juicio que resolvía ─seis años, cuatro meses y veintidós días─, 

aun cuando hubieran existido actos que interrumpieran el plazo de 

prescripción, sin contar los periodos de suspensión, de todos modos 

obtenía que transcurrieron nueve años, ocho meses y veinticinco 

días; por tanto, era evidente que no se configuró en favor de la parte 

actora la prescripción de diez años, por no haber trascurrido en 
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exceso dicho plazo previsto en el artículo 146, párrafo quinto, del 

Código Fiscal de la Federación y, en consecuencia, determinó que 

eran infundados los argumentos de la parte accionante.

Abundó en el sentido de que, la parte actora pasó 

desapercibidos periodos considerados en la sentencia de cinco de 

noviembre de dos mil dieciocho, emitida por la Primera Sala 

Regional Norte-Este del Estado de México, de ese Tribunal, en el 

juicio contencioso  ***************, la cual adquirió el carácter de 

firmeza en términos del artículo 53, fracción II, de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, al haberse negado el 

amparo promovido en contra de dicho fallo, como lo advirtió de la 

ejecutoria de veintitrés de mayo de dos mil diecinueve ─dictada en 

el juicio de amparo directo  *******, del índice de este Tribunal 

Colegiado─.

Pronunciamientos que, adujo, constituyen cosa juzgada refleja 

en cuanto a las actuaciones y períodos que trascurrieron, incluidas 

las actuaciones de interrupción o de suspensión que se indicaron al 

momento que se emitió en el citado fallo de cinco de noviembre de 

dos mil dieciocho y, en apoyo a su razonamiento, citó la 

jurisprudencia 2a./J. 198/2010, de rubro: “COSA JUZGADA 

INDIRECTA O REFLEJA. SU EFICACIA DENTRO DEL JUICIO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.” de la Segunda Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación.

A mayor abundamiento, expuso que la simple promoción de 

los diversos juicios  *************** у  ***************, no se 

suspendió el plazo de prescripción, ni tenía constancias de algún 

otro supuesto suspensivo que se hubiera configurado para excluirlos 

del plazo máximo de diez años analizado; por tanto, lo cierto era que 

no había trascurrido en exceso, atento a la suma de aquellos 

periodos en que se tornó legalmente exigible el crédito fiscal -

A
L

E
JA

N
D

R
O

 C
R

U
Z

 V
IV

E
R

O
S

706a6620636a663300000000000000000001450e
22/04/29 14:47:36

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Amparo Directo 177/2025

23

incluidas las interrupciones- sin considerar la suspensión de la 

prescripción, como lo expuso.

En consecuencia, reconoció la legalidad y validez del cobro del 

crédito fiscal determinado en el oficio  ********************* **** 

impugnado. 

Ésta es la sentencia reclamada materia de estudio en el 

presente asunto.

OCTAVO. Estudio.

En principio, se precisa que, de conformidad con el artículo 76 

de la Ley de Amparo, los conceptos de violación se analizaran en 

orden distinto al que fueron propuestos, comenzando con los que 

pretenden evidenciar una incongruencia en la sentencia y unos más 

de manera conjunta, por así permitirlo tal dispositivo.

I. Incongruencia en la fijación de la litis.

En el tercer concepto de violación, la parte quejosa alega 

que la sentencia reclamada es contraria a los principios de 

congruencia y exhaustividad, en tanto que no resolvió la cuestión 

efectivamente planteada, derivado de que la responsable no realizó 

la fijación clara y precisa del acto impugnado, pues de haber 

realizado un análisis exhaustivo de la causa de pedir, habría 

advertido que no impugnó el oficio *************************, de 

cuatro de octubre de dos mil veintitrés, sino sus consecuencias, esto 

es, la inmovilización de sus cuentas bancarias.

Agrega que, para el análisis de una demanda de nulidad, no 

sólo debe atenderse a el apartado de conceptos de nulidad, sino a 

cualquier parte de donde se advierta la exposición de motivos 

A
L

E
JA

N
D

R
O

 C
R

U
Z

 V
IV

E
R

O
S

706a6620636a663300000000000000000001450e
22/04/29 14:47:36

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Amparo Directo 177/2025

24

esenciales de la causa de pedir, con la finalidad de resolver lo 

efectivamente planteado, siendo evidente que se contravino su 

derecho al acceso efectivo a la impartición de justicia completa y 

eficaz.

Expone que así es, porque no existe justificación para que la 

responsable resuelva que es improcedente el juicio contencioso 

cuando la litis se trata de la inmovilización de sus cuentas bancarias, 

al considerar: “…al oficio ************************* de fecha 4 de 

octubre de 2023, señalando como resolución impugnada en la 

demanda, aun cuando hace referencia a la inmovilización de los 

depósitos de cualquier tipo que tenga a favor del demandante 

******* ******** *******; lo cierto es que no se está 

comunicando a la actora algún bloqueo, inmovilización o 

transferencia de fondos, en el entendido que en el citado oficio no se 

materializa la inmovilización en comento; de ahí que no adquiere el 

carácter de acto definitivo…”, ya que no resuelve lo que 

efectivamente planteó, pues dejó de advertir que no impugnó dicho 

oficio sino su consecuencia, esto es, la inmovilización de sus 

cuentas bancarias.  

Agrega que, en ese sentido, actuó en contravención del 

numeral 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, conforme al cual la causa petendi debe apreciarse 

de manera amplia, esto es, a las razones de inconstitucionalidad o 

ilegalidad de un acto de autoridad, lo que implica el objeto del litigio 

o efecto jurídico perseguido; por tanto, considera que sí es un acto 

de autoridad susceptible de ser impugnado, pues se da la hipótesis 

de excepción prevista en el artículo 127 del Código Fiscal de la 

Federación, conforme al cual, cuando el recurso de revocación se 

interponga porque el procedimiento administrativo de ejecución no 

se ajustó a la Ley, las violaciones cometidas antes del remate, solo 

podrán hacerse valer ante la autoridad recaudadora hasta el 
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momento de la publicación de la convocatoria del remate, y dentro 

de los diez días siguientes a la fecha de publicación de la citada 

convocatoria, salvo que se trate de actos de ejecución sobre 
dinero en efectivo, depósitos en cuenta abierta en instituciones 
de crédito, organizaciones auxiliares de crédito o sociedades 
cooperativas de ahorro y préstamo, así como de bienes 
legalmente inembargables o actos de imposible reparación 
material, casos en que el plazo para interponer el recurso se 
computara a partir del día hábil siguiente al en que surta 
efectos la notificación del requerimiento de pago o del día hábil 
siguiente al de la diligencia de embargo.  

Que, en ese sentido, si le causa perjuicio la inmovilización de 

sus cuentas bancarias, insiste en que es un acto susceptible de ser 

impugnado en el juicio contencioso, siendo que la responsable no 

atendió a la causa de pedir la cual debe apreciarse de manera 

amplia, lo que incluye justificar el petitum de la pretensión, aludiendo 

a los hechos, circunstancias del caso y razones de ilegitimidad 

necesarias para lograr la consecuencia jurídica pretendida.

Los argumentos sintetizados son infundados, en una parte, e 

inoperantes, en otra.

A fin de justificar las calificativas otorgadas, es necesario tener 

presente que el artículo 50 de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo establece:

“Artículo 50. Las sentencias del Tribunal se fundarán en derecho y 
resolverán sobre la pretensión del actor que se deduzca de su 
demanda, en relación con una resolución impugnada, teniendo la 
facultad de invocar hechos notorios.

“…

“Las Salas podrán corregir los errores que adviertan en la cita de los 
preceptos que se consideren violados y examinar en su conjunto los 
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agravios y causales de ilegalidad, así como los demás razonamientos 
de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, 
pero sin cambiar los hechos expuestos en la demanda y en la 
contestación.

“…”

De acuerdo con el precepto legal transcrito, las resoluciones 

emitidas en los juicios de nulidad deben ser claras, precisas, 

exhaustivas y congruentes con las pretensiones de la parte actora, 

que se deduzcan de la demanda —ya sea el escrito inicial o el de 

ampliación— y con los argumentos de defensa de la autoridad 

demandada, en los términos que hayan sido planteados.

Por tanto, a efecto de cumplir con los principios de 

congruencia y exhaustividad, al resolver, tienen que tomarse en 

cuenta todos los puntos a debate, para lo cual deben valorarse, 

correcta y suficientemente, las pruebas aportadas por las partes, de 

conformidad con lo dispuesto en los diversos numerales 40 y 46 de 

la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, los 

cuales prevén:

“Artículo 40. En los juicios que se tramiten ante este Tribunal, el 
actor que pretende se reconozca o se haga efectivo un derecho 
subjetivo, deberá probar los hechos de los que deriva su derecho y 
la violación del mismo, cuando ésta consista en hechos positivos y el 
demandado de sus excepciones.

“En los juicios que se tramiten ante el Tribunal, serán admisibles 
toda clase de pruebas, excepto la de confesión de las autoridades 
mediante absolución de posiciones y la petición de informes, salvo 
que los informes se limiten a hechos que consten en documentos 
que obren en poder de las autoridades.

“Las pruebas supervenientes podrán presentarse siempre que no se 
haya dictado sentencia. En este caso, se ordenará dar vista a la 
contraparte para que en el plazo de cinco días exprese lo que a su 
derecho convenga.”

“Artículo 46. La valoración de las pruebas se hará de acuerdo con las 
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siguientes disposiciones:

“I. Harán prueba plena la confesión expresa de las partes, las 
presunciones legales que no admitan prueba en contrario, así como 
los hechos legalmente afirmados por autoridad en documentos 
públicos, incluyendo los digitales; pero, si en los documentos 
públicos citados se contienen declaraciones de verdad o 
manifestaciones de hechos de particulares, los documentos sólo 
prueban plenamente que, ante la autoridad que los expidió, se 
hicieron tales declaraciones o manifestaciones, pero no prueban la 
verdad de lo declarado o manifestado.

“II. Tratándose de actos de comprobación de las autoridades 
administrativas, se entenderán como legalmente afirmados los 
hechos que constan en las actas respectivas.

“III. El valor de las pruebas pericial y testimonial, así como el de las 
demás pruebas, quedará a la prudente apreciación de la Sala.

“Cuando se trate de documentos digitales con firma electrónica 
distinta a una firma electrónica avanzada o sello digital, para su 
valoración se estará a lo dispuesto por el artículo 210-A del Código 
Federal de Procedimientos Civiles.

“Cuando por el enlace de las pruebas rendidas y de las presunciones 
formadas, la Sala adquiera convicción distinta acerca de los hechos 
materia del litigio, podrá valorar las pruebas sin sujetarse a lo 
dispuesto en las fracciones anteriores, debiendo fundar 
razonadamente esta parte de su sentencia.”

En relación con el cumplimiento los postulados de congruencia 

y exhaustividad, que rigen el dictado de las sentencias del Tribunal 

Federal de Justicia Administrativa, la Segunda Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación emitió la jurisprudencia 

2a./J.163/2016 (10a.)5, de rubro y texto: 

“PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. CONFORME AL 
TERCER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 50 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, 
LA SALA DEL CONOCIMIENTO, AL EMITIR SU SENTENCIA, DEBE 
EXAMINAR TODOS LOS ARGUMENTOS DE LAS PARTES, CON LAS 
SALVEDADES CORRESPONDIENTES. El precepto citado dispone, en lo 

5 Consultable en la página 1482, Libro 36, Tomo II, noviembre de 2016, Décima Época de la Gaceta del 

Semanario Judicial de la Federación, registro digital 2013081.
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conducente, que las sentencias del Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrativa se fundarán en derecho y resolverán sobre la 
pretensión del actor, y que las Salas podrán corregir los errores que 
adviertan en la cita de los preceptos que se consideren violados y 
examinar en su conjunto los agravios y causales de ilegalidad, así 
como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la 
cuestión efectivamente planteada, pero sin cambiar los hechos 
expuestos en la demanda y en la contestación. De modo que en 
seguimiento del artículo 351 del Código Federal de Procedimientos 
Civiles, de aplicación supletoria conforme al artículo 1o. de la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, en el sentido 
de que las sentencias dictadas por los órganos jurisdiccionales 
deben examinar y solucionar todas las cuestiones controvertidas 
que sean necesarias para emitir la decisión, se concluye que 
conforme al tercer párrafo del artículo 50 de este último 
ordenamiento, las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, al emitir las sentencias que correspondan, deben 
considerar todas las causas de nulidad propuestas en la demanda y 
su ampliación, así como todas las razones hechas valer por las 
autoridades en la contestación y, en su caso, en la contestación a la 
ampliación de aquélla y, en general, las formuladas por todas las 
partes, con el fin de cumplir con los principios de congruencia y 
exhaustividad que prevé el referido numeral, así como garantizar a 
los gobernados una tutela congruente, completa y eficaz de sus 
derechos, con las salvedades que la propia Sala pueda advertir, por 
ejemplo, cuando se estimen fundados los argumentos de la parte 
actora que conduzcan a la determinación de una nulidad lisa y llana 
de la resolución combatida o, en general, cuando no pueda 
invalidarse un acto legalmente destruido, así como en aquellos 
casos en que la Sala considere innecesario el estudio de los 
argumentos de las partes, supuesto este último en que aquélla 
quedará obligada a razonar por qué ya no tendrá lugar el examen 
del resto de la argumentación de las partes.”

De acuerdo con el criterio jurisprudencia transcrito, el más alto 

tribunal del país determinó que, en cumplimiento a los principios de 

congruencia y exhaustividad, previstos en el artículo 50 de la Ley 

Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, los órganos 

del Tribunal Federal de Justicia Administrativa están obligados a 

considerar todas las causas de nulidad que haga valer la parte 

actora contra el o los actos que impugne, tanto en el escrito inicial 

de demanda como en el de ampliación, así como todas las razones 

en contra que formulen las autoridades demandadas, con el fin de 

A
L

E
JA

N
D

R
O

 C
R

U
Z

 V
IV

E
R

O
S

706a6620636a663300000000000000000001450e
22/04/29 14:47:36

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Amparo Directo 177/2025

29

garantizar a los gobernados una tutela congruente, completa y 

eficaz de sus derechos.

Precisado lo anterior, en la especie, del análisis que se realiza 

al escrito inicial de demanda presentado ante la responsable, se 

advierte que el entonces actor promovió juicio contencioso en 

términos del numeral 16, fracción I, de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, señalando como acto 

impugnado y autoridad demandada los siguientes:

“II. ACTOS IMPUGNADOS (sic):

1. La inmovilización de la cuenta bancaria del suscrito, ordenada 
mediante oficio  *************************, de fecha 04 de 
octubre de 2023, emitido por la Administración Desconcentrada 
de Recaudación de México “2” de la Administración General de 
Recaudación del Servicio de Administración Tributaria. Acto que 
se impugna en términos de lo dispuesto en el artículo 16, 
fracción I, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo.

II. AUTORIDADES DEMANDADAS (sic):  

A) Administración Desconcentrada de Recaudación de México 
“2” de la Administración General de Recaudación del Servicio de 
Administración Tributaria.”

Como hechos origen de la impugnación, manifestó:

1. Que es una persona física inscrita ante el Registro Federal 

de Contribuyentes con la clave ************, y que, con motivo 

de su actividad comercial contrató con la institución bancaria 

***** **** ******* ***** *********** 
** ***** ********* ***** ********** **** ******, la apertura de la 

cuenta bancaria que describe.

2. Bajo protesta de decir verdad, que el catorce de marzo de 

dos mil veinticuatro, tuvo conocimiento del oficio  ****************

*********, de cuatro de octubre de dos mil veintitrés, mediante el 
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cual se ordenó la inmovilización de su cuenta bancaria y, en ese 

acto, negaba lisa y llanamente, que hubiera existido una notificación 

de dicho acto, que cumpliera los requisitos previstos en los artículos 

134, fracción I, y 137 del Código Fiscal de la Federación.

3. Que, por considerar que el acto impugnado es ilegal, 

promovía el juicio contencioso federal para que se decretara su 

nulidad y se ordene a la demandada que proceda a la liberación de 

su cuenta bancaria.   

Asimismo, se conoce que, dentro de los argumentos 

desarrollados en la demanda, en el apartado denominado 

“IMPUGNACIÓN DE LA NOTIFICACIÓN”, el accionante negó lisa y 

llanamente, en términos de los artículos 42 de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, y 68 del Código Fiscal 

de la Federación, que la orden de inmovilización de su cuenta 

bancaria, contenida en el oficio controvertido, le hubiera sido 

notificada siguiendo las formalidades previstas en los artículos 134 y 

137 del Código Fiscal de la Federación, precisando que, por ende, 

la demandada debería, al contestar la demanda, dar a conocer las 

constancias que contengan el acto impugnado y las que acrediten 

su notificación.

En el apartado denominado “CONCEPTOS DE 
IMPUGNACIÓN”, hizo valer:

1. En el primer concepto de nulidad, que:

a) La orden de inmovilización de sus cuentas bancarias es 

ilegal porque se emitió en contravención a lo dispuesto en el artículo 

156-Bis, segundo y cuarto párrafos, del Código Fiscal de la 

Federación y, por ende, carece de una debida fundamentación y 

motivación.
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b) Conforme a dicho numeral, previo a ordenar la 

inmovilización de sus cuentas bancarias, la autoridad debió tener 

conocimiento de la información de las cuentas y de los saldos con 

que contaban, lo que no aconteció en la especie, máxime porque 

sostuvo que no se apreciaba que la demandada hubiera llevado a 

cabo el procedimiento indicado en el señalado artículo, en cuanto a 

que, una vez que las entidades financieras hubieran practicado la 

inmovilización, la hubieran informado al actor.

c) Negaba lisa y llanamente que, previo a la orden de 

inmovilización de sus cuentas bancarias contenida en el oficio ****

*********************, de cuatro de octubre de dos mil veintitrés, 

la autoridad hubiera tenido conocimiento de la cuenta bancaria del 

actor y de los recursos económicos que contiene, así como que le 

hubiera notificado en el plazo establecido, la inmovilización 

practicada y los fundamentos y motivos que en que se sustentó.

2. En el segundo concepto de nulidad, que:

a) El oficio *************************, de cuatro de octubre 

de dos mil veintitrés, es ilegal porque carece de una debida 

fundamentación y motivación en cuanto a la procedencia de la 

inmovilización de su cuenta bancaria, pues se sustentó en el artículo 

156-Bis del Código Fiscal de la Federación, ya que en su cuarto 

párrafo prevé la facultad de las autoridades fiscales de hacer del 

conocimiento de los contribuyentes la inmovilización practicada, a 

más tardar al tercer día siguiente a aquel en que le hubieran 

comunicado esta las instituciones financieras, lo que no constituye 

los fundamentos y motivos de dicha inmovilización, lo que implica 

que se viola el principio de seguridad jurídica.

b) Que ante la existencia de diversos supuestos que pueden 

originar la orden de inmovilización de cuentas bancarias, es 

necesario que en el acto de molestia funden y motiven su actuación 
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y lo den a conocer al contribuyente, a efecto de que pueda preparar 

una adecuada defensa, lo que no ocurrió en la especie, porque en el 

oficio *************************, de cuatro de octubre de dos mil 

veintitrés, la autoridad fue omisa en informarle la porción normativa 

que prevé el supuesto que se actualizó, para llevar a cabo la 

inmovilización.

c) Que no es óbice que la autoridad demandada señalara en el 

oficio impugnado, que la inmovilización se ejecutó con motivo de 

supuestos adeudos fiscales firmes mediante la resolución contenida 

en el oficio  *************************, pues conforme al artículo 

156-Bis del Código Fiscal de la Federación, no obedece a la sola 

existencia de un crédito fiscal, sino que debe actualizar, 

fehacientemente, alguno de los supuestos que dicha norma prevé 

en las fracciones I y II, debiendo darse a conocer al contribuyente, 

de manera fundada y motivada, la causa legal de su actuación.  

3. En el tercer concepto de nulidad, que:

a) El oficio *************************, de cuatro de octubre 

de dos mil veintitrés, es ilegal por carecer de una indebida 

fundamentación y motivación en cuanto al monto por el cual debía 

ordenarse la inmovilización de su cuenta bancaria, debido a que el 

cálculo no precisa, de manera clara, los elementos y tasas que se 

tomaron en cuenta para el cálculo del importe.

b) Que de su lectura se puede apreciar que la demandada 

ordenó la inmovilización de su cuenta bancaria por la cantidad de 

$************* (********** ******** *********** ******* * **** *** 

*********** *****  pesos  **/100, moneda nacional), pero no dice 

hasta por cuanto deba efectuarse, ni acompaña el cálculo u 

operaciones aritméticas que hubiera realizado para determinar 

válidamente que deba practicarse hasta por esa cantidad.
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c) Lo anterior, porque en la resolución determinante se liquidó 

un crédito fiscal en cantidad de $************* (**** ******** 

************* ******* * **** *** ********** ******* * ****** pesos 

**/100, moneda nacional), de suerte que corría a cargo de la 

autoridad fundar y motivar por qué debe realizarse por un monto 

mayor.

4. En el cuarto concepto de impugnación, que:

a) El oficio *************************, de cuatro de octubre 

de dos mil veintitrés, es ilegal por haber sido emitido en 

contravención del artículo 38, fracción V, del Código Fiscal de la 

Federación, ya que carece de firma de la autoridad que 

aparentemente lo emitió.

b) Negaba lisa y llanamente que dicho oficio cuente con la 

firma autógrafa del funcionario emisor, por lo que correspondía a la 

autoridad que el acto reviste todos los elementos de validez.  

5. Finalmente, en el quinto concepto de nulidad, el actor 

hizo valer la ilegalidad de la inmovilización de su cuenta bancaria, 

por considerar que había prescrito el crédito fiscal prescribió en 

términos del artículo 146 del Código Fiscal de la Federación.

Finalmente, en el apartado denominado: “PRUEBAS”, el 

entonces actor ofreció las siguientes:

1. El oficio *************************, de cuatro de octubre 

de dos mil veintitrés, por medio del cual se ordenó la inmovilización 

de su cuenta bancaria.

2. El acuse de la garantía del interés fiscal exhibida ante la 

Administración Desconcentrada de Recaudación de México “2” de la 

Administración General de Recaudación del Servicio de 

Administración Tributaria.
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3. Un estado de cuenta bancario.

4. El oficio  *************************, de seis de mayo de 

dos mil once, por medio del cual se le determinó un crédito fiscal en 

cantidad de $************* (**** ******** ************* ******* * 

**** *** ********** ******* * ****** pesos  ** /100, moneda 

nacional).  

5. La instrumental de actuaciones.

6. La presuncional en su doble aspecto, legal y humana.

En la ampliación de demanda, la parte actora se limitó a 

realizar diversos argumentos dirigidos a sustentar que debía 

declararse la prescripción del oficio *************************, de 

seis de mayo de dos mil once, mediante el cual le fueron 

determinados créditos fiscales, explicando los casos en que se 

suspende o interrumpe el plazo previsto en el numeral 146 del 

Código Fiscal de la Federación. 

Por otro lado, en el considerando tercero de la sentencia 

reclamada, la responsable analizó las causas de improcedencia 

hechas valer por la demandada y, en lo que interesa, determinó que 

era improcedente el juicio contencioso contra el oficio *************

************, de cuatro de octubre de dos mil veintitrés, emitido 

por la Administración Desconcentrada de Recaudación de México 

“2”, de la Administración General de Recaudación, del Servicio de 

Administración Tributaria, porque se actualizaron las hipótesis 

previstas en los artículos 2, párrafo primero, 8, fracción II, y 9, 

fracción II, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, en relación con el numeral 3, penúltimo párrafo, de la 

Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, 

conforme a los cuales el juicio contencioso es procedente contra las 
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resoluciones administrativas definitivas previstas por la Ley 

Orgánica; por tanto, es improcedente cuando se hace valer contra 

actos que no afectan la esfera jurídica del demandante, o bien, cuya 

competencia no sea materia del conocimiento de ese Tribunal, como 

ocurre con aquellos que no están previstos en el referido dispositivo 

3. 

Para sustentar su calificativa, tras explicar los alcances del 

concepto de definitividad para efecto de la procedencia del juicio 

contencioso federal, la Sala precisó que, en el escrito de inicial de 

demanda, la parte actora demandó la nulidad de la inmovilización de 

la cuenta bancaria ordenada mediante oficio *********************

****, de cuatro de octubre de dos mil veintitrés, emitido por la 

Administración Desconcentrada de Recaudación de México “2”, de 

la Administración General de Recaudación, del Servicio de 

Administración Tributaria; mientras que, al contestar la demanda, la 

autoridad exhibió el original de dicho oficio del cual advirtió que 

solicitó a  **** ******* ******** ******** *********** ** ***** 

********* ***** ********** **** ****** , la inmovilización de hasta 

por la cantidad de $************* (********** ******** *********** 

******* * **** *** *********** ***** pesos **/100, moneda nacional), 

de todos los depósitos bancarios, seguros o cualquier otro depósito 

en moneda nacional o extranjera que hubiera en la cuenta 

********** del actor, derivado del crédito fiscal firme contenido en 

el oficio ************* ************.   

Luego, precisó que los artículos 156-Bis y 156-Ter del Código 

Fiscal de la Federación, establecen que, cuando un crédito fiscal se 

encuentre firme y no esté garantizado, la autoridad deberá girar 

oficio a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, a efecto de 

inmovilizar cuentas bancarias a nombre del deudor hasta por el 

monto del crédito fiscal y que, una vez que la entidad financiera 
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informe a autoridad fiscal sobre la inmovilización, se notificará al 

contribuyente esta, lo que pone de relieve que el oficio por el que se 

ordene la inmovilización de las cuentas, únicamente se notificará a 

las instituciones bancarias, no a los contribuyentes.

En ese orden de ideas, expuso que, cuando el acto impugnado 

sea el oficio que inicia al procedimiento respectivo, no constituye 

una resolución definitiva impugnable en términos del artículo 3 de la 

Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa; por lo 

tanto, en su contra no procede el juicio contencioso administrativo, 

independientemente de los conceptos de impugnación que se 

hubieran planteado en el escrito de demanda.

Ello porque si bien, el oficio impugnado hace referencia a la 

inmovilización de los depósitos de cualquier tipo que tenga a favor el 

demandante, lo cierto era que no está comunicando a la parte 

actora algún bloqueo, inmovilización o transferencia de fondos, en el 

entendido que en el citado oficio no se materializa la inmovilización 

en comento; por tanto, estimó que no adquiere el carácter de acto 

definitivo.

En consecuencia, reiteró que se actualizó la causa de 

improcedencia prevista en el artículo 8, fracción II de la Ley Federal 

de Procedimiento Contencioso Administrativo, por lo que debía 

sobreseerse en el juicio conforme al numeral 9, fracción II, del 

mismo ordenamiento legal, lo que le impedía entrar el estudio de las 

cuestiones planteadas de fondo en contra de dicho oficio.

A partir de lo narrado, en principio, es infundado el argumento 

relativo a que no impugnó el oficio *************************, de 

cuatro de octubre de dos mil veintitrés, pues como se vio, en el 

escrito inicial de demanda contenciosa, el entonces actor discutió 

destacadamente sus fundamentos y motivos al considerar que: a) se 
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emitió en contravención a lo dispuesto en el artículo 156-Bis, 

segundo y cuarto párrafos, del Código Fiscal de la Federación, 

porque previo a ordenar la inmovilización de sus cuentas bancarias, 

la autoridad debió tener conocimiento de la información de las 

cuentas y de los saldos con que contaban, lo que no aconteció en la 

especie; b) no se apreciaba que la demandada hubiera llevado a 

cabo el procedimiento indicado en el señalado artículo, en cuanto a 

que, una vez que las entidades financieras hubieran practicado la 

inmovilización, la hubieran informado al actor; c) dicho oficio era 

ilegal porque carece de una debida fundamentación y motivación en 

cuanto a la procedencia de la inmovilización de su cuenta bancaria, 

pues se sustentó en el artículo 156-Bis del Código Fiscal de la 

Federación, lo que no constituye los fundamentos y motivos de 

dicha inmovilización, e implica que se viola el principio de seguridad 

jurídica; d) era necesario que en el acto de molestia se fundara y 

motivara su actuación y se lo den a conocer, a efecto de que pueda 

preparar una adecuada defensa, pero en el oficio impugnado, la 

autoridad fue omisa en informarle la porción normativa que prevé el 

supuesto que se actualizó, para llevar a cabo la inmovilización; e) es 

ilegal por carecer de una indebida fundamentación y motivación en 

cuanto al monto por el cual debía ordenarse la inmovilización de su 

cuenta bancaria, en razón de que el cálculo no precisa, de manera 

clara, los elementos y tasas que se tomaron en cuenta para 

determinar del importe; f) el monto por el que se ordenó la 

inmovilización es mayor al que le fue liquidado en la resolución 

determinante; y, g) el oficio impugnado es ilegal por haber sido 

emitido en contravención del artículo 38, fracción V, del Código 

Fiscal de la Federación, ya que carece de la firma autógrafa del 

servidor público que lo emitió.

De tal suerte que no le asiste razón a la parte quejosa, en 

cuanto a que ahora pretende desconocer que no controvirtió el oficio 

en comento.
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En ese orden de ideas, también es infundado el argumento 

en que sostiene que la responsable realizó una incorrecta 

apreciación de la litis dejando de atender a lo efectivamente 

planteado a partir de la causa de pedir, pues de las constancias 

analizadas anteriormente, no se advierte incongruencia alguna en 

cuanto a que lo efectivamente discutido fue el oficio *************

************, de cuatro de octubre de dos mil veintitrés y, el hecho 

de que estime que lo que en realidad controvirtió, fueron sus efectos 

y consecuencias, no es suficiente para que deje de analizarse si en 

contra de dicho oficio, procede o no el juicio contencioso, pues no se 

puede actualizar la procedencia del juicio por cuanto hace a esos 

efectos y consecuencias de manera desvinculada del oficio 

señalado como acto de autoridad del cual se demanda su nulidad.

Máxime, que en los conceptos de violación no combate de 

manera alguna las consideraciones que llevaron a la Sala a 

determinar que no constituye una resolución definitiva impugnable 

en términos del artículo 3 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de 

Justicia Administrativa y, por lo tanto, en su contra no procede el 

juicio contencioso administrativo, independientemente de los 

conceptos de impugnación que se hubieran planteado en el escrito 

de demanda, en tanto que, en dicho acto, no se materializó la 

inmovilización de sus cuentas bancarias.

Atento a ello, el hecho de que afirme que le causa perjuicios la 

inmovilización de su cuenta bancaria, no es suficiente para que se 

surta la procedencia del juicio contencioso, pues además de que no 

es eficaz para discutir los motivos y fundamentos por los cuales la 

responsable determinó la improcedencia del juicio en contra del 

oficio discutido, tampoco se advierte constancia alguna con la que 

se pueda constatar que efectivamente, al momento de que se 

promovió el juicio contencioso, la autoridad ya hubiera efectuado 

dicha inmovilización; máxime, porque el propio actor, en los hechos 
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narrados, únicamente alegó que se enteró de la existencia del oficio 

que sí fue controvertido, pero nunca expuso alguna circunstancia 

relativa a que se le hubiera negado el acceso a los recursos 

monetarios contenidos en su cuenta bancaria, ni controvirtió o 

exhibió algún otro documento en el que conste la materialización de 

la inmovilización que pudiera ser materia de análisis en el juicio de 

nulidad. 

Por otro lado, es inoperante el argumento en que sostiene 

que se da la hipótesis de excepción prevista en el artículo 127 del 

Código Fiscal de la Federación; lo anterior, porque dicho dispositivo 

establece la excepción en los plazos para interponer el recurso de 

revocación, cuando se trate de actos de ejecución sobre dinero en 

efectivo, depósitos en cuenta abierta en instituciones de crédito, 

organizaciones auxiliares de crédito o sociedades cooperativas de 

ahorro y préstamo, así como de bienes legalmente inembargables o 

actos de imposible reparación material, lo que es ajeno a las 

hipótesis de procedencia del juicio contencioso.

Apoya lo anterior, por analogía, la Jurisprudencia de la extinta 

Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con 

registro digital: 269435, localizable en la página 27, Volumen CXXVI, 

Cuarta Parte, de la Sexta Época del Semanario Judicial de la 

Federación, de rubro:

“CONCEPTOS DE VIOLACION. SON INOPERANTES SI NO ATACAN 
LOS FUNDAMENTOS DEL FALLO RECLAMADO.”

II. Valoración de pruebas.

En el primer concepto de violación, la parte quejosa refiere 

que la sentencia es ilegal porque la responsable reconoció la validez 

del cobro de crédito fiscal con sustento en que otorgó pleno valor 

probatorio a documentos que no revisten la característica de ser 

públicos. 
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Al respecto, expone que en el juicio contencioso federal harán 

prueba plena los documentos públicos y que estos tendrán tal 

carácter, cuando su formación esté encomendada por la Ley, dentro 

de los límites de su competencia, a un servidor público revestido de 

fe pública, lo cual se demuestra mediante la existencia regular de 

los sellos, firmas u otros signos exteriores que, en su caso, 

prevengan las leyes.

Luego, a efecto de acreditar la indebida valoración de las 

pruebas aportadas por la demandada, puntualiza que el juicio de 

origen fue promovido en términos del artículo 16, fracción I, de la 

Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, al 

señalar que el acto impugnado no le fue notificado legalmente, por 

lo cual señaló la fecha en que tuvo conocimiento de este.

Así, alega que, conforme a las reglas que rigen ese tipo de 

impugnación, la demandada estaba obligada, al contestar la 

demanda, a acompañar las constancias relativas a los actos 

impugnados y sus respectivas constancias de notificación, para que 

estuviera en aptitud de controvertirlas mediante ampliación; aspecto 

que no ocurrió en la especie, ya que si bien la autoridad, al contestar 

la demanda, aportó diversas documentales, lo cierto es que no las 

exhibió en original, sino que pretendió cumplir con su carga 

procesal, con un legajo de copias supuestamente certificadas que 

no revisten el carácter de documentos públicos, y que su calidad 

depende de su correcta certificación donde se haga constar que son 

copia fiel y exacta, que fueron cotejadas y que coinciden en todas y 

cada una de sus partes con los documentos originales de los cuales 

fueron extraídos; sin embargo:

1. No se especifica con claridad cuáles son los documentos 

objeto de la certificación, ni aquellos respecto de los cuales se 

extrajeron las copias aportadas al juicio, pues del análisis a las 

certificaciones, se puede advertir que el Instituto demandado realizó 
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lo siguiente:

“CERTIFICO que las presentes copias que se expiden en 
231 fojas, con firma autógrafa, correspondientes al 
Contribuyente ******* ******* ******** , con *** 
**********, mismas que fueron cotejadas y son copia 
fiel y exacta de los documentos originales, mismos que se 
tuvieron a la vista y obran en los archivos de esta Unidad 
Administrativa…”. 

“CERTIFICO que las presentes copias que se expiden en 
44 fojas, con firma electrónica, correspondientes al 
Contribuyente ******* ******* ******** , con *** 
**********, respecto de la resolución determinante ****
*********************…”.  

“CERTIFICO que las presentes copias que se expiden en 
358 fojas, con firma autógrafa, correspondientes al 
Contribuyente ******* ******* ******** , con *** 
**********, mismas que fueron cotejadas y son copia 
fiel y exacta de los documentos originales, mismos que se 
tuvieron a la vista y obran en los archivos de esta Unidad 
Administrativa…”.

“CERTIFICO que las presentes copias que se expiden en 
68 fojas, con firma autógrafa, correspondientes al 
Contribuyente ******* ******* ******** , con *** 
**********, mismas que fueron cotejadas y son copia 
fiel y exacta de los documentos originales, mismos que se 
tuvieron a la vista y obran en los archivos de esta Unidad 
Administrativa…”

“CERTIFICO que las presentes copias que se expiden en 
15 fojas, con firma electrónica, correspondientes al 
Contribuyente ******* ******* ******** , con *** 
**********, respecto de la resolución determinante ****
*********************…”   

“CERTIFICO que las presentes copias que se expiden en 
70 fojas, con firma autógrafa, correspondientes al 
Contribuyente ******* ******* ******** , con *** 
**********, mismas que fueron cotejadas y son copia 
fiel y exacta de los documentos originales, mismos que se 
tuvieron a la vista y obran en los archivos de esta Unidad 
Administrativa…”

“CERTIFICO que las presentes copias que se expiden en 
67 fojas, con firma autógrafa, correspondientes al 
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Contribuyente ******* ******* ******** , con *** 
**********, mismas que fueron cotejadas y son copia 
fiel y exacta de los documentos originales, mismos que se 
tuvieron a la vista y obran en los archivos de esta Unidad 
Administrativa…”  

De lo cual insiste, que la demandada no especificó cuáles son 

los documentos objeto de certificación, ya que únicamente refiere a 

los mismos como “fojas con firma autógrafa o electrónica”, siendo 

que, para poder crear convicción, debía señalar de qué documentos 

se trata, sin que tal aspecto pueda ser subsanado con posterioridad, 

apreciando de qué documentos fueron extraídos; además, tampoco 

especificó de qué documentos fueron extraídas las copias que 

pretende certificar, en tanto que únicamente señaló que “…‘fojas’ 

aportados a juicio corresponde a copia de los documentos originales 

que tuvo a la vista…”, sin identificar esas documentales.   

Consecuentemente, expone que es manifiesto que la 

responsable actuó en contravención del artículo 50 de la Ley 

Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, ya que no 

sustentó su determinación, pues el alcance y valor probatorio de los 

documentos exhibidos por la demandada no debe concederse solo 

por el hecho de que fueron ofrecidos, sino que dependerá de su 

correcta certificación y en virtud de que generen convicción en la 

autenticidad e integridad de su contenido.

Por tanto, alega que, previo a otorgar pleno valor probatorio a 

dichos documentos, era necesario que la responsable analizara 

exhaustivamente las certificaciones que las acompañan, para 

determinar si con base en esa certificación era procedente darles 

valor pleno, o bien, si ante su incorrecta certificación, únicamente les 

debía otorgar uno indiciario y, a partir de ello, resolver si la 

demandada logró desvirtuar lo argumentado por el quejoso en 

cuanto a la prescripción del crédito fiscal contenido en el oficio ****

*** ***************, de seis de mayo de dos mil once, así como en 
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cuanto a la legalidad de la inmovilización de sus cuentas bancarias.

Los argumentos sintetizados son inoperantes.

En efecto, en el artículo 17, fracción III, 19, primer párrafo, 20, 

fracciones IV y VI, y 21, fracciones I y V, de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, se dispone:

“ARTÍCULO 17. Se podrá ampliar la demanda, dentro de los diez 
días siguientes a aquél en que surta efectos la notificación del 
acuerdo que admita su contestación, en los casos siguientes:
…
IV. Cuando con motivo de la contestación, se introduzcan 
cuestiones que, sin violar el primer párrafo del artículo 22, no 
sean conocidas por el actor al presentar la demanda.
…”

“ARTÍCULO 19. Admitida la demanda se correrá traslado de ella 
al demandado, emplazándolo para que la conteste dentro de los 
treinta días siguientes a aquél en que surta efectos el 
emplazamiento. El plazo para contestar la ampliación de la 
demanda será de diez días siguientes a aquél en que surta 
efectos la notificación del acuerdo que admita la ampliación. Si 
no se produce “contestación en tiempo y forma, o ésta no se 
refiere a todos los hechos, se tendrán como ciertos los que el 
actor impute de manera precisa al demandado, salvo que por las 
pruebas rendidas o por hechos notorios resulten desvirtuados.
…”

“ARTÍCULO 20. El demandado en su contestación y en la 
contestación de la ampliación de la demanda, expresará:
…
IV. Los argumentos por medio de los cuales se demuestra la 
ineficacia de los conceptos de impugnación.
…
VI. Las pruebas que ofrezca.
…”

“ARTÍCULO 21. El demandado deberá adjuntar a su 
contestación:
…
I. Copias de la misma y de los documentos que acompañe para el 
demandante y para el tercero señalado en la demanda.
…
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V. Las pruebas documentales que ofrezca.
…”

De las porciones normativas transcritas se obtiene que, 

admitida la demanda, se correrá traslado con esta a la parte 

demandada emplazándolo para que produzca su contestación, y en 

el caso de que no lo realice en tiempo y forma, o no se refiera a 

todos los hechos, se tendrán como ciertos aquellos que el actor le 

impute de manera precisa, salvo que por las pruebas rendidas o por 

hechos notorios resulten desvirtuados. 

El demandado, en la contestación, deberá expresar entre otras 

cosas, los argumentos mediante los cuales demuestre la ineficacia 

de los conceptos de impugnación, así como las pruebas que 

ofrezca, y deberá adjuntar copias de su contestación, así como los 

medios de convicción documentales que ofrezca.

Finalmente, se dispone el derecho del actor para ampliar la 

demanda, después de que sea admitida la contestación, cuando, 

entre otros supuestos, con motivo de la contestación, se introduzcan 

cuestiones que, sin violar el primer párrafo del artículo 22, no sean 

conocidas por el actor al presentar la demanda.  

Ahora bien, para dar respuesta a la calificativa dada a los 

conceptos de violación, es necesario destacar los siguientes 

aspectos relevantes:

1. En proveído de dos de abril de dos mil veinticuatro, la 

magistrada instructora adscrita a la Segunda Sala Regional Norte-

Este en el Estado de México, del Tribunal Federal de Justicia 

Administrativa, admitió la demanda en la vía ordinaria y ordenó el 

emplazamiento de la autoridad demandada Administración 

Desconcentrada de Recaudación de México “2”, del Servicio de 

Administración Tributaria, para que produjera su contestación.
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2. Mediante oficios presentados el veintiocho y treinta de 
mayo de dos mil veinticuatro (fojas 147 y 177 del juicio de 

nulidad), la autoridad demandada produjo su contestación, en la que 

ofreció como pruebas:

a) El original con firma autógrafa del oficio  ****************

*********, de cuatro de octubre de dos mil veintitrés.

b) Copias certificadas:

• Del oficio  *************************, de seis de mayo 
de dos mil once, con sus respectivas constancias de 
notificación y citatorio previo.
• Del oficio  *************************, de cuatro de 
octubre de dos mil veintitrés, que como se indicó, también 
fue exhibido en original.
• Del oficio  **************************, de treinta de 
septiembre de dos mil diecinueve, así como el aviso de 
notificación pendiente en el buzón tributario de dos de 
octubre del mismo año, y del acuse de recibo de 
notificación electrónica de tres siguiente.
• Del escrito presentado el dieciséis de octubre de dos mil 
diecinueve, controlado con el número *****.
• Del oficio  **************************, de treinta de 
octubre de dos mil diecinueve.
• Del aviso de notificación pendiente en el buzón tributario 
de siete de noviembre de dos mil diecinueve, y del acuse 
de recibo de notificación electrónica de la misma fecha.
• Del escrito libre de ocho de octubre de dos mil veinte, 
controlado con el número *****.
• Del oficio  **************************, de once de 
diciembre de dos mil veinte.
• Del aviso de notificación pendiente en el buzón tributario 
de once de diciembre de dos mil veinte, y del acuse de 
recibo de notificación electrónica de la misma fecha.
• Del mandamiento de ejecución  *****************, de 
veinticuatro de septiembre de dos mil veintiuno.
• Del acta de requerimiento de pago y acta de embargo, 
ambas de ocho de octubre de dos mil veintiuno, así como 
de su citatorio previo.
• Del escrito libre controlado con el número  *****, de 
cuatro de enero de dos mil veintidós.
• Del oficio  **************************, de veinticuatro 
de febrero de dos mil veintidós.
• Del aviso de notificación pendiente en el buzón tributario 
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de veinticuatro de febrero de dos mil veintidós, y del acuse 
de recibo de notificación electrónica de la misma fecha.
• Del escrito libre controlado con el número *****, de once 
de octubre de dos mil veintitrés.
• Del oficio  **************************, de nueve de 
noviembre de dos mil veintitrés.
• Del aviso de notificación pendiente en el buzón tributario 
de diez de noviembre de dos mil veintitrés.
• De la constancia de notificación de dieciséis de 
noviembre de dos mil veintitrés.
• Del mandamiento de ejecución  **************, de 
veinticinco de septiembre de dos mil veintitrés.
• Del acta de requerimiento de pago y acta de embargo, 
ambas de veintitrés de noviembre de dos mil veintitrés, así 
como de su citatorio previo de veintidós anterior.
• Del oficio  **************************, de dieciocho de 
enero de dos mil veinticuatro.
• Del aviso electrónico de notificación de dieciocho de 
enero de dos mil veinticuatro, y de la constancia de 
notificación de veinticuatro siguiente.
• Del escrito libre controlado con el número  *****, de 
veintiséis de marzo de dos mil veinticuatro
• Del oficio  **************************, de dieciocho de 
abril de dos mil veinticuatro,
• Del aviso electrónico de notificación de dieciocho de abril 
de dos mil veinticuatro, y de la constancia de notificación 
electrónica de veinticuatro siguiente.
• De diversas constancias del juicio de nulidad ***********
****.
• De diversas constancias del juicio de nulidad ***********
****.
• De diversas constancias del juicio de nulidad ***********
****.

3. En acuerdo de cuatro de junio de dos mil veinticuatro, se 

tuvo por formulada la contestación y, por ofrecidas y admitidas las 

pruebas de su parte; además, se indicó a la parte actora que podía 

recoger los traslados en el área de actuaria, y se le indicó plazo para 

que ampliara su demanda.

4. Por escrito presentado el dos de julio de dos mil 
veinticuatro (foja 1260 del juicio de nulidad), la parte actora amplió 

su demanda, en la que, como se dijo en el apartado anterior, se 

limitó a realizar diversos argumentos dirigidos a sustentar que debía 
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declararse la prescripción del oficio *************************, de 

seis de mayo de dos mil once, mediante el cual le fueron 

determinados créditos fiscales, explicando los casos en que se 

suspende o interrumpe el plazo previsto en el numeral 146 del 

Código Fiscal de la Federación; empero, en ningún momento 
controvirtió la certificación de las pruebas exhibidas por la 
demandada al producir su contestación. 

5. Finalmente, se advierte que, mediante escrito presentado el 

treinta de septiembre de dos mil veinticuatro, la parte actora 

formuló alegatos en los que reiteró los argumentos hechos valer en 

su escrito inicial de demanda y de ampliación; sin embargo, 
tampoco controvirtió la certificación de los documentos 
exhibidos por la demandada.

A partir de lo anterior, es claro que los argumentos que hace 

valer dirigidos a evidenciar la ilegalidad de la sentencia reclamada 

derivado de que la responsable otorgó valor probatorio pleno a los 

documentos que la autoridad exhibió como pruebas, en copias 

certificadas, sin analizar la legalidad de las certificaciones de dichos 

medios de convicción, resultan inoperantes por novedosos. 

Así se califican, porque no fueron planteados ante la Sala 

responsable, lo que tuvo como consecuencia que no pudieron ser 

analizados en la sentencia reclamada y, por ende, este Tribunal 

Colegiado tampoco puede emprender su estudio.

Resulta aplicable, por identidad de razón, la Jurisprudencia 

emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, visible en la página 49, Tomo 54, Tercera Parte, de la 

Séptima Época del Semanario Judicial de la Federación, de rubro:

 “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN EL AMPARO DIRECTO. 
INEFICACIA DE LOS ARGUMENTOS NO PROPUESTOS A LA SALA 
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FISCAL RESPONSABLE.”

Asimismo, la tesis de la extinta Cuarta Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, consultable en la página 15, Volumen 

XXXIII, Quinta Parte, de la Sexta Época del Semanario Judicial de la 

Federación, de rubro: 

“AMPARO. CUESTIONES QUE NO FUERON MATERIA DE LA 
CONTROVERSIA.”

III. Argumentos dirigidos a evidenciar que prescribió el 
crédito fiscal. 

En el segundo concepto de violación, el quejoso expone 

que la sentencia reclamada es ilegal, ya que considera que no 

resolvió lo efectivamente planteado en su demanda en cuanto a la 

prescripción del crédito fiscal contenido en el oficio  *************

************, de seis de mayo de dos mil once, en tanto que la 

responsable se excedió al otorgar pleno valor probatorio a las 

pruebas exhibidas por la demandada sin atender a las exigencias 

establecidas por el legislador para que opere la suspensión del 

procedimiento administrativo de ejecución y, por ende, del plazo 

para la prescripción.

Lo anterior, porque considera que la responsable realizó una 

indebida y extensiva interpretación del artículo 146 del Código Fiscal 

de la Federación, ya que asumió que el concepto de suspensión 

referido en dicho numeral puede abarcar “cualquier suspensión”, 

como con la simple interposición de un recurso administrativo, 

cuando, por lo contrario, desde la fecha en que la resolución 

contenida en el referido oficio fue exigible y hasta la presentación de 

la solicitud primigenia de la declaratoria de prescripción, ya habían 

transcurrido más de diez años, pues si bien en el segundo párrafo 

de la referida norma se establece que se excluirán del cómputo los 

A
L

E
JA

N
D

R
O

 C
R

U
Z

 V
IV

E
R

O
S

706a6620636a663300000000000000000001450e
22/04/29 14:47:36

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Amparo Directo 177/2025

49

plazos en que se encontró suspendido el procedimiento 

administrativo de ejecución, lo cierto es que sostiene que de las 

constancias que integran el juicio contencioso, no se advierte la 

actualización de los supuestos de suspensión referidos por la Sala 

en el considerando cuarto de la sentencia reclamada.

Al respecto, alega que si bien la demandada exhibió diversas 

actuaciones que en apariencia pudieron suspender el plazo para 

que se consumara la prescripción demandada, lo cierto es que de 

un correcto estudio que se realice a estas, se puede observar que 

ninguna de las actuaciones es susceptible de suspenderlo; ello, a 

partir de un debido análisis que se realice a los artículos 146, 

párrafos segundo y quinto, y 144 del Código Fiscal de la Federación, 

conforme a lo cuales, se suspenderá en los casos en que se hubiera 

suspendido el procedimiento administrativo de ejecución, esto es:

1. Cuando se garantice el interés fiscal, satisfaciendo los 

requisitos legales;

2. Durante el plazo de treinta días siguientes a la fecha en que 

surtió efectos la notificación del acto administrativo que determinó el 

crédito fiscal; o bien, de quince días tratándose de la determinación 

de cuotas obrero-patronales o de capitales constitutivos, al seguro 

social y los créditos fiscales determinados por el Instituto del Fondo 

de la Vivienda de los Trabajadores.

3. Cuando, a más tardar al vencimiento de los plazos 

señalados en el numeral que antecede, se acredite la impugnación 

que se hubiere intentado contra el acto administrativo que determinó 

el crédito fiscal y se garantizó el interés fiscal satisfaciendo los 

requisitos legales.

4. Cuando el contribuyente hubiera interpuesto en tiempo y 

forma el recurso de revocación previsto en el Código Fiscal de la 
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Federación o los recursos de inconformidad establecidos en los 

artículos 294 de la Ley del Seguro Social, y 52 de la Ley del Instituto 

del Fondo Nacional de la Vivienda de los Trabajadores; y,

5. Cuando los Tribunales competentes notifiquen a las 

autoridades fiscales sentencia de concurso mercantil.

Refiere que, con relación al cuarto supuesto, en el cual la Sala 

sustentó su determinación de que no han transcurrido los diez años 

para la prescripción debido a que el quejoso interpuso sendos 

recursos de revocación con los cuales, con su mera presentación se 

suspendió el plazo, estima que contrario a ello, no se actualizaron 

las suspensiones, pues no es suficiente con su mera interposición, 

sino que es necesario que se realice de conformidad con las 

exigencias previstas en el numeral 144, segundo párrafo, del Código 

Fiscal de la Federación, el cual fue estudiado de forma incorrecta 

por la responsable, pues:   

a) Si bien el artículo 146, segundo párrafo, del Código Fiscal 

de la Federación, prevé que el plazo para la prescripción de un 

crédito fiscal se suspenderá cuando, también se suspenda el 

procedimiento administrativo de ejecución en los casos previstos en 

el numeral 144 del mismo ordenamiento legal, entre los cuales se 

encuentra aquel en que el contribuyente interpone recurso de 

revocación, lo cierto es que no se configura por el solo hecho de su 

presentación, sino que se encuentra condicionado a que ese 

aspecto se realice en “TIEMPO y FORMA”, como se exige en 

segundo párrafo del dispositivo 144 referido.

Entonces, señala que debe tenerse en cuenta que los recursos 

de revocación no cumplieron con tales exigencias, pues aquellos 

que tomó en cuenta la responsable se presentaron fuera del plazo 

previsto en el numeral 121 del Código Fiscal de la Federación, como 

lo ejemplifica con el siguiente cuadro:
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(Se suprimen imágenes)

Consecuentemente, aduce que esos recursos no son actos 

que suspendan el procedimiento administrativo de ejecución por su 

sola interposición, ya que es necesario que se interpongan en 

tiempo y forma, lo que no aconteció en la especie; por tanto, estima 

que el plazo de diez años para la prescripción no debe ser afectado 

al no haberse acreditado que los recursos administrativos se 

hubieran presentado satisfaciendo las exigencias legales previstas 

en el numeral 44, segundo párrafo, del Código Fiscal de la 

Federación.  

Abunda en el sentido de que la conjunción “y” utilizada por el 

legislador, en el texto del referido numeral, es copulativa, lo que 

quiere decir que su función es unir ambas exigencias legales, de 

forma tal que para tener por actualizado ese supuesto, ambos 

supuestos deben acontecer simultáneamente, de suerte que de 

acontecer una y la otra no, no podría tenerse por colmado el 

supuesto legal de la suspensión.  

b) En otro apartado, el quejoso alega que los recursos de 

revocación aludidos por la responsable tampoco son susceptibles de 

actualizar la suspensión del plazo de diez años para la prescripción, 

porque tampoco se acredita que con su interposición se hubiera 

impedido a la demandada llevar a cabo el cobro coactivo de la 

resolución determinante.

Expone que, de una correcta interpretación al artículo 146, 

segundo párrafo, del Código Fiscal de la Federación, se advierte 

que lo que tutela es el plazo en el cual la exactora se encuentra total 

y legalmente impedida para llevar a cabo actos tendientes a hacer 

efectivo un crédito fiscal determinado a cargo de los contribuyentes, 

esto es, que sus facultades económico-coactivas estén paralizadas 

en su totalidad; mientras que, la Sala sustentó su determinación en 
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que la parte quejosa interpuso sendos recursos de revocación con 

base en los cuales se suspendió el plazo.

Señala que, del análisis a los actos de cobro aludidos por la 

responsable, contrario a lo que determinó, los recursos 

administrativos de revocación no suspendieron el plazo de diez años 

para la prescripción, en tanto que no estuvo impedida para llevar a 

cabo la exigencia de la resolución determinante  ****************

*********, porque no estuvieron totalmente paralizadas sus 

facultades económico-coactivas, como aduce que lo demuestra con 

la siguiente tabla:

(Se suprimen imágenes)

Conforme a la cual sostiene, se advierte que en todos los 

recursos administrativos de revocación fueron impugnados actos de 

cobro, no la resolución determinante o los créditos fiscales que la 

integran, de suerte que aun ante su interposición, la exactora no 

estuvo impedida para llevar a cabo sus facultades económico-

coactivas para hacer efectivo su cobro por no haber sido parte de lo 

que se discutió en tales medios de impugnación.

Agrega que, debe tenerse en cuenta que la determinante 

contenida en el oficio *************************, de seis de mayo 

de dos mil once, se trata de un todo y, si bien se compone de 

diversos créditos fiscales que, de manera interna, sirven a la 

autoridad para controlar cada uno de los rubros o conceptos que la 

integran, lo cierto es que la sola interposición de un recurso 

administrativo contra un crédito o rubro integrante de la resolución o 

sus actos de cobro, no impide que la autoridad fiscal pueda hacer 

efectiva la resolución que le dio origen como un todo, pues estuvo 

facultada para hacerla efectiva, incluso respecto de los créditos o 

rubros que no fueron materia de impugnación, como se desprende 

del numeral 144, cuarto párrafo, del Código Fiscal de la Federación. 
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En adición, expone que es relevante que, a pesar de estar 

controvertidos los actos de cobro consistentes en el mandamiento 

de ejecución, actas de requerimiento de pago y embargo, relativos a 

los créditos  *******,  *******,  ******* y  *******, ello no hacía 

imposible que la autoridad fiscal llevara a cabo la ejecución de la 

resolución determinante contenida en el oficio referido, mediante el 

procedimiento sumarísimo previsto en los numerales 156-Bis y 156 

Ter del Código Fiscal de la Federación; actuación que expone, ha 

sido definida por la entonces Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, en la Jurisprudencia 2a./J. 20/2011 (10a.), de 

rubro: “PROCEDIMIENTO DE INMOVILIZACIÓN DERIVADO DE 

CRÉDITOS FISCALES FIRMES. SE RIGE EXCLUSIVAMENTE 

POR LAS REGLAS PREVISTAS EN LOS ARTÍCULOS 156-BIS Y 

156-TER DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

(LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2010).”, como un procedimiento 

sumarísimo y alterno al procedimiento administrativo de ejecución, a 

través del cual, las autoridades fiscales pueden realizar el cobro 

coactivo de créditos fiscales firmes no garantizados.

Por tanto, considera que aun cuando se interpongan recursos 

de revocación contra actos de cobro referentes al procedimiento 

administrativo de ejecución, las facultades económico-coactivas de 

la autoridad para hacer efectivos los créditos fiscales firmes no se 

encuentran totalmente paralizadas, puesto que, aun en esos casos, 

pueden llevar a cabo la exigencia de cualquier adeudo firme no 

garantizado mediante el procedimiento previsto en los numerales 

156-Bis y 156 Ter del Código Fiscal de la Federación.

Destaca que la impugnación referida en la norma es 

precisamente en oposición directa al crédito fiscal, no respecto de 

actos colaterales que si bien pueden relacionarse con el primero, lo 

cierto es que no impide plena y totalmente el ejercicio de las 

facultades económico-coactivas de la exactora por cuanto hace a 
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aquellos que no fueron materia de discusión; por tanto, si el artículo 

144, segundo párrafo, del Código Fiscal de la Federación lo que 

pretende resguardar son las facultades coactivas de la autoridad 

fiscal con motivo de la interposición de un recurso administrativo y, 

en el caso, no fueron obstaculizadas en su totalidad, entonces debe 

concluirse que no operó la suspensión del plazo de prescripción. 

c) Por otro lado, expone que, de un correcto análisis a las 

constancias de autos, se puede advertir que ninguno de los recursos 

de revocación tomados en consideración en la sentencia reclamada, 

es susceptible de actualizar la suspensión del plazo de prescripción 

conforme a la siguiente tabla:

(Se suprime imagen)

De la cual se desprende que todos los recursos de revocación 

considerados por la responsable se tuvieron por no presentados, lo 

que hace imposible que puedan suspender el plazo para que se 

configure la prescripción en términos de los artículos 146, segundo 

párrafo, y 144, segundo párrafo, del Código Fiscal de la Federación.

Que, así es, en tanto que, lo que hace procedente el supuesto 

de suspensión es la interposición del recurso administrativo; sin 

embargo, como se tuvieron como no presentados, es claro que la no 

interposición del recurso implica la no suspensión del plazo, como 

se desprende del segundo numeral en cita del cual se puede 

deducir que: “…se podrán ejecutar los actos administrativos cuando 

no se hubiere interpuesto el recurso de revocación o de 

inconformidad…”; lo anterior, porque la no interposición implica la 

nada jurídica. 

Abunda en el sentido de que en términos del artículo 133 del 

Código Fiscal de la Federación, al resolver un recurso administrativo 

de revocación, el Servicio de Administración Tributaria puede, entre 

A
L

E
JA

N
D

R
O

 C
R

U
Z

 V
IV

E
R

O
S

706a6620636a663300000000000000000001450e
22/04/29 14:47:36

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Amparo Directo 177/2025

55

otros supuestos, tenerlo por no presentado, lo que para los efectos 

legales a que haya lugar, debe considerarse que el contribuyente no 

interpuso el recurso, lo que es diferente en cuanto a sus efectos, a 

un desechamiento de recurso o un sobreseimiento donde es dable 

tenerlo por interpuesto con todas sus implicaciones legales.

Esgrime que, el supuesto que aluden las referidas normas no 

se refiere o está condicionado a la efectividad del recurso en cuanto 

a la obtención de una revocación, sino en cuanto a los efectos 

legales derivados de que se hubiere interpuesto; entonces, 

considera que la resolución emitida por la autoridad fiscal donde 

tenga por no interpuesto algún recurso administrativo, evidencia 

que, para los efectos legales a que haya lugar, el contribuyente no 

llevó a cabo tal actuación, lo que implica que las consecuencias que 

en su momento pudieron producirse por cuanto al plazo de 

prescripción desaparecen, ya que el efecto de tal declaratoria 

reduce a la nada su interposición, como si no hubiera existido.   

Por ello, sostiene que no pueden tomarse en cuenta para la 

suspensión del plazo de prescripción los referidos recursos, en tanto 

que no produjeron efecto legal alguno y, considerar lo contrario, 

sería dar efectos legales a actos que no nacieron jurídicamente, 

únicamente en su perjuicio, ya que la propia autoridad es la que 

determinó el sentido de la resolución que les recayó y, por ende, 

quien debe hacer frente a las implicaciones jurídicas de sus 

resoluciones.

Alude que un similar estudio sustentó la entonces Segunda 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la ejecutoria 

que dio origen a la Jurisprudencia 2a./J. 198/2009, de rubro: 

“NULIDAD DE LA NOTIFICACIÓN DEL REQUERIMIENTO DE 

PAGO O GESTIÓN DE COBRO. NO INTERRUMPE EL PLAZO 

PARA QUE OPERE LA PRESCRIPCIÓN A QUE ALUDE EL 

ARTÍCULO 146 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.”, 
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donde sostuvo que los actos declarados nulos deben equipararse a 

la nada jurídica y, en consecuencia, no pueden surtir efecto legal 

alguno; criterio que, al ser trasladado al caso, permite concluir que 

cuando no es jurídicamente posible considerar interpuesto un 

recurso administrativo, no surtirá efecto legal alguno, como si no 

hubiera existido, de suerte que tampoco puede ser considerado para 

la suspensión o interrupción del plazo para la prescripción de un 

crédito fiscal. 

Aduce que si el efecto de las resoluciones contenidas en los 

oficios  *****************, de treinta de septiembre de dos mil 

once;  *****************, de trece de diciembre de dos mil once; 

*****************, de trece de diciembre de dos mil once; *******

*********, de treinta de marzo de dos mil doce;  ************

*****, de veintitrés de julio de dos mil trece; ******************, 

de veintiocho de mayo de dos mil catorce; *******************, de 

veintinueve de agosto de dos mil catorce;  ******************, de 

treinta de junio de dos mil quince; *******************, de nueve 

de septiembre de dos mil quince;  *************************, de 

treinta de noviembre de dos mil quince; y,  *******************

*****, de veintinueve de enero de dos mil dieciséis, fue tenerlos 

como no presentados, es claro que no debieron ser considerados 

por la responsable para suspender el plazo de la prescripción de la 

resolución determinante  *************************, de seis de 

mayo de dos mil once, ya que al ocurrir aquello, desaparecieron sus 

consecuencias jurídicas y, por tanto, el cómputo realizado en la 

sentencia reclamada es ilegal. 

En apoyo a su argumentación, cita por analogía, la 

Jurisprudencia PR.A.CN. J/47 A (11a.), de rubro: “PRESCRIPCIÓN 

PREVISTA EN EL ARTÍCULO 146 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 

FEDERACIÓN. LA SOLA PROMOCIÓN DEL JUICIO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL NO SUSPENDE EL 

A
L

E
JA

N
D

R
O

 C
R

U
Z

 V
IV

E
R

O
S

706a6620636a663300000000000000000001450e
22/04/29 14:47:36

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Amparo Directo 177/2025

57

PLAZO PARA QUE OPERE.”, del Pleno Regional en Materia 

Administrativa de la Región Centro-Norte, con residencia en la 

Ciudad de México.

Agrega que no es óbice que se estime que el procedimiento 

administrativo de ejecución estuvo suspendido por la interposición y 

resolución de los recursos administrativos de revocación 

********** y  ********** , que fueron desechados por 

improcedentes, pues el tiempo que efectivamente estuvo 

suspendido ocurrió conforme al cuadro que a continuación realizó:

(Se suprime imagen)

Conforme al cual, concluye que suspendieron el plazo por un 

total de tres meses y veintiséis días, los cuales deben ser restados 

al tiempo de prescripción. 

En otro aspecto, en el apartado señalado como “B”, el 

quejoso hace valer que la responsable no resolvió la cuestión 

efectivamente planteada.

Expone que los juicios contenciosos administrativos 

considerados por la responsable no pueden considerarse para la 

suspensión o interrupción del plazo para la prescripción, toda vez 

que no pueden significar el reconocimiento expreso o tácito de los 

créditos fiscales impugnados.

Tras explicar en qué consiste la figura de la prescripción en 

materia civil y que para la materia fiscal aplica en la modalidad 

negativa o liberatoria, como un medio para que el deudor se libere 

de obligaciones impuestas por las legislaciones tributarias, sostiene 

que es contrario a derecho considerar que, con motivo de la 

interposición de los medios de defensa, el plazo de la prescripción 

se interrumpió o suspendió con la promoción de los juicios 
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contenciosos, ya que no existe algún dispositivo legal que 

establezca que constituye una gestión de cobro.

Que, de conformidad con el artículo 146 del Código Fiscal de 

la Federación, el plazo para la prescripción se interrumpe 

únicamente con cada gestión de cobro que el acreedor efectúe, 

entendida como cualquier actuación donde haga del conocimiento 

del deudor con motivo de hacer efectivo el adeudo, lo que incluye la 

visita al deudor y la intimación de pago; que, en e caso de no 

hacerse del conocimiento del deudor la pretensión de cobrar un 

crédito, entonces la gestión no se configura. 

Por tanto, estima que los medios de defensa no pueden 

interrumpir el término de la prescripción, ya que requiere de que el 

procedimiento administrativo de ejecución esté suspendido durante 

la tramitación y resolución del juicio, y que los créditos se 

encuentren garantizados, siendo que, en la especie, la demandada 

se limitó a ofrecer y exhibir constancias que únicamente acreditan la 

interposición de medios de defensa, pero no demostró que dicho 

procedimiento se hubiera encontrado suspendido o garantizado, por 

lo que son ineficaces para interrumpir dicho plazo.

Agrega que, si bien en el oficio de contestación, se señaló que 

promovió el juicio de nulidad  *************** del índice de la 

Primera Sala Regional Norte-Este del Estado de México, del 

Tribunal Federal de Justicia Administrativa, contra los créditos 

fiscales  *******,  *******,  ******* y  *******, cuya génesis se 

contiene en el oficio  *************************, de seis de mayo 

de dos mil once, en el cual, el uno de diciembre de dos mil quince, 

se emitió acuerdo de suspensión provisional, la cual dejó de surtir 

sus efectos el dieciocho de mayo de dos mil dieciséis, lo cierto es 

que no se exhibieron esas documentales, lo que le deja en estado 

de indefensión, ya que no tiene certeza en cuanto a que si esa 

suspensión estaba condicionada a ser garantizada, pues si no se 
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otorga dentro del plazo legal, la medida cautelar dejará de surtir 

efectos dentro del plazo de tres días, como lo refiere el numeral 25 

de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo.

Aunado a lo anterior, expone que la demandada fue omisa en 

exhibir la sentencia interlocutoria a través de la cual le hubiera sido 

otorgada la suspensión definitiva, por lo que tampoco tiene certeza 

de cuánto duró la suspensión y, en el supuesto de que para el 

cómputo de la prescripción únicamente se contara como suspendido 

desde la fecha en que se otorgó la provisional, el uno de diciembre 

de dos mil quince, a la fecha en que se dictó sentencia definitiva, el 

dieciocho de mayo de dos mil dieciséis, está tuvo una duración de 

cinco meses con diecisiete días, como lo ejemplifica con el siguiente 

cuadro:

(Se suprime imagen)

Por cuanto hace al juicio contencioso *************, del índice 

de la Primera Sala Regional Norte-Este del Estado de México, del 

Tribunal Federal de Justicia Administrativa, sostiene que la 

suspensión provisional fue dictada el cuatro de enero de dos mil 

diecisiete, mientras que, la definitiva se otorgó el veintitrés de enero 

siguiente y dejó de surtir efectos el cuatro de mayo del mismo año, 

cuando se dictó la sentencia definitiva, por lo que tuvo una duración 

de cuatro meses, como lo ejemplifica con el siguiente cuadro:

(Se suprimen imágenes)

A efecto de dar mayor claridad al cómputo del plazo de la 

prescripción, el quejoso realizó el cálculo del tiempo en que estuvo 

suspendido y de cómo corrió la prescripción, como sigue:

(Se suprime imagen)

Y, del tiempo total desde que la resolución determinante 
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resultó exigible, al momento en que presentó el juicio de nulidad 

origen de este asunto, como sigue:

(Se suprime imagen)

De lo cual, sostiene que, del tiempo transcurrido para el 

cómputo de la prescripción, menos el tiempo en que estuvo 

suspendido, da un total de once años, seis meses y cuarenta y tres 

días, lo cual excede el plazo de diez años previstos por la norma, 

por lo que, contrario a lo resuelto, si se cuenta con el tiempo para 

que se actualice la prescripción de la resolución determinante del 

crédito fiscal.    

Los argumentos sintetizados son inoperantes, en una parte, y 

parcialmente fundados, en otra. 

Como se precisó en el considerando sexto de este fallo, donde 

se contiene el “Cuadro Procesal”, en el considerando cuarto de la 

sentencia reclamada, la responsable desestimó los conceptos de 

nulidad que hizo valer el actor en el escrito inicial de demanda y el 

de ampliación, donde sostuvo medularmente que se actualizó la 

prescripción del crédito fiscal en términos del artículo 146 del Código 

Fiscal de la Federación, al transcurrir más de diez años contados 

desde que el adeudo pudo ser legalmente exigible.

Expuso que a fin de acreditar que dicho plazo aún no había 

fenecido, la demandada ofreció como prueba, entre otras, la copia 

certificada de la sentencia de cinco de noviembre de dos mil 

dieciocho, emitida por la Primera Sala Regional Norte-Este del 

Estado de México de ese Tribunal, en el juicio contencioso ********

*******, misma que constituía un hecho notorio y tuvo a la vista 

atento a que la autoridad ofreció la instrumental de actuaciones de 

dicho sumario, de la cual advirtió que, en aquel sumario ya se había 

realizado el cómputo de los plazos que habían transcurrido entre 
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que se hizo exigible el cobro de los créditos fiscales determinados 

en el oficio *************************, de seis de mayo de dos mil 

once, a la data en que se concedió la suspensión definitiva contra su 

ejecución, en el diverso juicio de nulidad  ************* ─también 

del índice de la Primera Sala Regional─, el veintitrés de enero de 

dos mil diecisiete.

Incluso, en la sentencia reclamada, la responsable transcribió 

el considerando noveno de la aludida sentencia de cinco de 

noviembre de dos mil dieciocho, dictada en el juicio contencioso 

*************** (fojas 33 a 45 de la propia numeración de la 

sentencia reclamada), a partir de lo cual desglosó las 

consideraciones en que se sustentó la Sala para estimar que 

sendos actos suspendieron o interrumpieron el plazo para la 

prescripción, así como los cómputos que se efectuaron ─ver 

considerando “SÉPTIMO. Consideraciones de la sentencia 

reclamada.”, de este fallo─ y, atento a ello, determinó que la suma 
de los periodos determinados en aquel fallo, daban un total de 
tres años, cinco meses y tres días. 

En otro orden de ideas, sostuvo que constituía un hecho 

notorio que en la sentencia de cuatro de noviembre de dos mil 

diecisiete, dictada en el juicio  *************, la Primera Sala 

Regional Norte-Este del Estado de México, del Tribunal Federal de 

Justicia Administrativa, había decretado el sobreseimiento en el 

juicio; y, si bien el siete de agosto de dos mil diecinueve, había 

promovido el juicio contencioso  ***************, radicado ante la 

misma Sala, tal aspecto no había suspendido el plazo de 

prescripción, ni tenía actualizada la medida suspensiva, en el 

entendido que no contaba con constancias que demostraran que se 

garantizó el interés fiscal.

Incluso, refirió que, aun cuando el diecisiete de septiembre de 

dos mil veinte, la parte actora promovió el nuevo juicio contencioso 
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***************, radicado ante esa Segunda Sala, tampoco 

suspendió por sí mismo el plazo de prescripción, ni se tenía 

actualizada la medida suspensiva, en el entendido que tampoco 

contaba con constancias que demostraran que se garantizó el 

interés fiscal, aunado a que el acto combatido consistió en la 

resolución de treinta de octubre de dos mil diecinueve, mediante la 

cual el Administrador Desconcentrado de Recaudación de la 

Administración Desconcentrada de Recaudación de México "2", del 

Servicio de Administración Tributaria, resolvió sobre el ofrecimiento 

de garantía presentado el dieciséis de octubre de dos mil 

diecinueve.

Con base en lo anterior, consideró que la suspensión de la 

ejecución del crédito fiscal decretada en sentencia interlocutoria de 

veintitrés de enero de dos mil diecisiete, sólo abarcó hasta el cuatro 

de noviembre de dos mil diecisiete, momento que se dictó sentencia 

definitiva en el juicio *************, conforme al artículo 28, fracción 

IV, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo; 

última suspensión que advirtió en el juicio, en concordancia con el 

fallo del diverso juicio  ***************, respecto de los otros 

períodos que suspendieron el plazo de prescripción.

Atento a lo anterior, la Sala indicó que de la última fecha 

─cuatro de noviembre de dos mil diecisiete, cuando se dictó 
sentencia en el juicio *************─, al veintiséis de marzo de 
dos mil veinticuatro, en que se promovió el juicio ************** 

que resolvía, transcurrieron seis años, cuatro meses y veintidós 

días.

En consecuencia, concluyó que sumados los plazos 

establecidos en la sentencia de cinco de noviembre de dos mil 

dieciocho, dictada en el juicio de nulidad  *************** ─tres 
años, cinco meses y tres días─ y el que acababa de calcular en el 

juicio que resolvía ─seis años, cuatro meses y veintidós días─, 
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aun cuando hubieran existido actos que interrumpieran el plazo de 

prescripción, sin contar los periodos de suspensión, de todos modos 

el resultado era que habían transcurrido como máximo nueve años, 

ocho meses y veinticinco días; por tanto, era evidente que no se 

configuró en favor de la parte actora la prescripción de diez años.  

Además, destacó que la parte actora pasó desapercibidos 

períodos considerados en la sentencia de cinco de noviembre de 

dos mil dieciocho, emitida por la Primera Sala Regional Norte-Este 

del Estado de México, de ese Tribunal, en el juicio contencioso 

***************, la cual adquirió firmeza en términos del artículo 

53, fracción II, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, al resultar infundado el amparo promovido en 
contra de dicho fallo, como lo advirtió de la ejecutoria de veintitrés 

de mayo de dos mil diecinueve ─dictada en el juicio de amparo 

directo  ******* , del índice de este Tribunal Colegiado─; 

pronunciamientos que adujo, constituyen cosa juzgada refleja 
en cuanto a las actuaciones y períodos que trascurrieron, 
incluidas las actuaciones de interrupción o de suspensión que 
se indicaron al momento que se emitió en el citado fallo de 
cinco de noviembre de dos mil dieciocho y, en apoyo a su 

razonamiento, citó la jurisprudencia 2a./J. 198/2010, de rubro: 

“COSA JUZGADA INDIRECTA O REFLEJA. SU EFICACIA 

DENTRO DEL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.” de la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Atento a lo anterior, es relevante que, en la sentencia 

reclamada, para llegar al cómputo de tres años, cinco meses y 
tres días, se señaló expresamente a foja 46 de su propia 

numeración, que: “…dadas las diversas actuaciones analizadas y 

valoradas en sentencia definitiva de cinco de noviembre de dos mil 

dieciocho, no deben soslayarse los periodos por los cuales 

transcurrió el plazo de prescripción para el cobro del crédito fiscal 
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que nos ocupa (sin considerar la suspensión)…”, pues se estimó 

que tales aspectos constituyen cosa juzgada refleja con motivo de 

que la parte actora promovió juicio de amparo en su contra, y este 

fue negado; por tanto, la aquí responsable se limitó a desglosar las 

consideraciones por las cuales, en la referida sentencia dictada en 

el juicio de nulidad  ***************, la Primera Sala Regional 

Norte-Este del Estado de México, del Tribunal Federal de Justicia 

Administrativa consideró que los créditos fiscales contenidos en el 

oficio *************************, se hicieron exigibles el veintitrés 

de agosto de dos mil once; y que, con la interposición de diversos 

recursos de revocación y juicios de nulidad fue suspendido el plazo 

de prescripción, en los términos precisados en el fallo que invocó 

como hecho notorio. 

A mayor abundamiento, de la consulta que se realiza al 

Sistema Integral de Seguimiento de Expedientes (SISE), se tiene a 

la vista la ejecutoria dictada el veintitrés de mayo de dos mil 

diecinueve, en el juicio de amparo directo  *******, del índice de 

este Tribunal Colegiado, donde el aquí quejoso también reclamó la 

sentencia de cinco de noviembre de dos mil dieciocho, dictada en el 

juicio de nulidad  ***************, por la Primera Sala Regional 

Norte-Este del Estado de México, del Tribunal Federal de Justicia 

Administrativa, lo cual se invoca como hecho notorio en términos del 

artículo 88, del Código Federal de Procedimientos Civiles, aplicado 

supletoriamente, por disposición del numeral 2º, segundo párrafo, de 

la Ley de Amparo, de la que se advierte que se negó el amparo 

solicitado, al considerar, en lo que interesa:

1. Que las consideraciones de la responsable resultaron 

objetivamente correctas, dado que el contenido del artículo 146 del 

Código Fiscal de la Federación, vigente en la fecha en que se 

hicieron exigibles los créditos fiscales ─veintitrés de agosto de dos 

mil once, según lo referido por la Sala responsable, lo cual no es 
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combatido por el quejoso─, disponía que el plazo para que opere la 

prescripción de los créditos fiscales y los supuestos por los que se 

interrumpe ese término, son: (i) con cada gestión de cobro que el 

acreedor notifique o haga saber al deudor; (ii) por el reconocimiento 

expreso o tácito del deudor respecto de la existencia del crédito; (iii) 
cuando se suspenda el procedimiento administrativo de ejecución 

en los términos del artículo 144 del propio código y, (iv) cuando el 

contribuyente hubiera desocupado su domicilio fiscal sin presentar el 

aviso de cambio correspondiente o cuando lo hubiera señalado de 

manera incorrecta.

2. Se destaca el identificado con el numeral (ii), relativo al 

reconocimiento expreso o tácito del deudor respecto de la existencia 

del crédito, respecto del cual, se consideró que constituye un acto a 

través del cual el particular admite, ya sea expresa o tácitamente, la 

existencia de un crédito fiscal liquidado a su cargo, de modo que 

dicho reconocimiento no excluye la procedencia de la prescripción, 

sino que precisamente la presupone, pues únicamente quien admite 

la existencia de una obligación, puede invocar su liberación, por 

haber transcurrido el plazo legal para exigir su pago.

3. Que, de ese modo, el reconocimiento que resulta apto para 

provocar la interrupción del plazo para que opere la prescripción 

implica la circunstancia de que el contribuyente ─deudor─ tenga 

pleno conocimiento de la existencia del crédito fiscal exigido por la 

autoridad hacendaria, lo cual bien puede suceder con la 

presentación de un medio de defensa contra éste, como lo es el 

recurso de revocación o el juicio contencioso administrativo federal, 

en el que identifique la liquidación cuya anulación pretende.

4. Lo anterior, ya que la entonces Segunda Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis de 

jurisprudencia 2a./J. 141/2004, hizo patente que el indicado artículo 

146, al establecer como una forma de interrumpir el término de la 
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prescripción, el reconocimiento expreso o tácito del deudor respecto 

de la existencia del crédito, se sigue que tal interrupción no 

necesariamente está condicionada a la subsistencia del acto que 

constituye la gestión de cobro, sino a la circunstancia de que el 

deudor tenga pleno conocimiento de la existencia del crédito fiscal 

exigido por la autoridad hacendaria; por tanto, ese reconocimiento, 

efectuado expresamente en el escrito por medio del cual se 

interpone un medio de defensa o se promueve un juicio, interrumpe 

la prescripción. 

5. Que, en este sentido, contrario a lo referido por el quejoso, 

las gestiones de cobro que el acreedor notifique o haga saber a 

deudor y la suspensión el procedimiento administrativo de ejecución 

no son los únicos supuestos previstos en el numeral 146 del Código 

Fiscal de la Federación, para que se interrumpa la prescripción, sino 

que, entre otros, establece como una forma de interrupción, el 

reconocimiento expreso o tácito del deudor respecto de la existencia 

del crédito.

6. Que, los argumentos del quejoso se tornaban inoperantes, 

pues en el concepto de violación no combatía las consideraciones 

de la Sala responsable en las que, a partir de la valoración de las 

pruebas ofrecidas por la autoridad demandada, determinó, por una 

parte, que tanto en los escritos de interposición de los recursos de 

revocación **********, ***********, **********, **********, 

**********,  **********,  ********** y  **********, como en 

los de promoción de los juicios contenciosos administrativos 

****************,  ***************,  *************** y  *********

****, reconoció expresamente la existencia de los créditos fiscales 

y, por otra, concluyó que en cada caso no se actualizó la 

prescripción, en virtud de que las sendas consideraciones 

contenidas en la sentencia allá reclamada.

7. Lo anterior, porque el quejoso se limitó a referir que en el 
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artículo 146 del Código Fiscal de la Federación no se contempla 

algún supuesto que señale que la presentación de un medio de 

defensa o juicio interrumpe el plazo para que se configure la 

prescripción, cuando la razón de la interrupción la constituyó el 

reconocimiento expreso de la existencia de los créditos fiscales; sin 

que en el caso, fuera factible suplir la queja deficiente, al no 

actualizarse alguno de los supuestos que prevé el artículo 79 de la 

Ley de Amparo.

8. Que, el concepto de violación también era inoperante, 

porque tampoco combatió todas las consideraciones que 

concluyeron en un punto que perjudica al quejoso, a saber:

a) El considerando segundo, en el que se resolvió que la 

notificación del oficio  ************************, fue legalmente 

realizada el quince de junio de dos mil diecisiete.

b) El considerando cuarto, en el que se decidió que el oficio 

************************, sí contiene firma autógrafa del 

funcionario que lo emitió.

c) El considerando octavo, en el que se estableció que el 

momento oportuno para la impugnación del oficio ****************

**********, de uno de octubre de dos mil quince, había sido en el 

diverso juicio ***************.

Aspectos que, como el quejoso no aportó los razonamientos 

mínimos necesarios para que el Tribunal examinara las 

consideraciones, debían subsistir y seguir rigiendo el sentido del 

fallo, dado que el agraviado no hizo valer algún argumento del que 

se desprendiera en lo esencial la causa de pedir para examinarlas.

9. Finalmente, se estableció que, contrario a lo referido, la 

sentencia allá reclamada no transgredía los principios de 
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congruencia y exhaustividad, dado que la responsable analizó los 

conceptos de impugnación y las pruebas ofrecidas, lo que la llevó a 

decidir que en el caso debía reconocerse la validez de la resolución 

impugnada.

Ahora bien, como se adelantó, los conceptos de violación que 

se analizan en este apartado resultan inoperantes, ya que 

pretenden evidenciar que la responsable realizó una indebida 

interpretación de los artículos 144 y 146 del Código Fiscal de la 

Federación, a partir de lo cual consideró sendas actuaciones que la 

parte quejosa estima no suspendieron el plazo de diez años para 

que opere la prescripción del crédito fiscal, esto es, porque: a) 
desde la fecha en que la resolución determinante fue exigible y 

hasta la presentación de la primera solicitud de la declaratoria de 

prescripción, ya habían transcurrido más de diez años; b) si bien la 

demandada exhibió diversas actuaciones que en apariencia 

pudieron suspender el plazo para que se consumara la prescripción 

demandada, lo cierto es que de un correcto estudio que se realice a 

estas, se puede observar que ninguna de éstas lo suspende; c) 
contrario a lo sustentado por la Sala, con la mera presentación de 

los recursos no se suspendió el plazo porque es necesario que se 

cumplan las exigencias previstas en el numeral 144, segundo 

párrafo, del Código Fiscal de la Federación, esto es, que ese 

aspecto se realice en “TIEMPO y FORMA”; d) los recursos de 

revocación aludidos por la responsable tampoco actualizan la 

suspensión del plazo para la prescripción, porque no se acreditó que 

con su interposición se hubiera impedido a la demandada llevar a 

cabo el cobro coactivo de la resolución determinante, porque con 

todos estos se impugnaron actos de cobro, no la resolución 

determinante ni los créditos fiscales que la integran; e) aun cuando 

se interpongan recursos de revocación contra actos de cobro 

referentes al procedimiento administrativo de ejecución, las 

facultades económico-coactivas de la autoridad para hacer efectivos 
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los créditos fiscales firmes no se encuentran totalmente paralizadas, 

puesto que, aun en esos casos, puede llevarlas a cabo mediante el 

procedimiento previsto en los numerales 156-Bis y 156 Ter del 

Código Fiscal de la Federación; f) todos los recursos de revocación 

considerados por la responsable se tuvieron por no presentados, lo 

que hace imposible que puedan suspender el plazo para que se 

configure la prescripción, pues implica que, para los efectos legales 

a que haya lugar, debe considerarse que el contribuyente no los 

interpuso y, por ende, que no produjeron efectos legales; g) los 

juicios contenciosos administrativos considerados por la 

responsable no pueden considerarse para la suspensión o 

interrupción del plazo, toda vez que no pueden significar el 

reconocimiento expreso o tácito de los créditos fiscales impugnados, 

ya que no existe algún dispositivo legal que establezca que 

constituyen una gestión de cobro; y, h) los medios de defensa no 

pueden interrumpir el término de la prescripción, ya que requiere 

que el procedimiento administrativo de ejecución esté suspendido 

durante su tramitación y la resolución del juicio, así como que los 

créditos se encuentren garantizados, lo que no se demostró. 

Sin embargo, la parte quejosa pierde de vista que la 

responsable no realizó la interpretación de los artículos 144 y 146 

del Código Fiscal de la Federación, ni a partir de ello concluyó que, 

con la interposición de los recursos de revocación y la promoción de 

los juicios contenciosos, se suspendió en múltiples ocasiones el 

plazo para la prescripción, sino que se limitó a destacar lo que en su 

momento fue determinado en la sentencia de cinco de noviembre de 

dos mil dieciocho, dictada en el juicio de nulidad  ***************, 

por la Primera Sala Regional Norte-Este del Estado de México, del 

Tribunal Federal de Justicia Administrativa, lo que además 

consideró no podía ser soslayado porque constituye cosa juzgada 

refleja por haber sido reclamada en el juicio de amparo *******, del 

índice de este Tribunal Colegiado, donde en sesión de veintitrés de 
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mayo de dos mil diecinueve, se negó el amparo solicitado. 

Determinación que se comparte en virtud de que, como se 

destacó en líneas anteriores, la suspensión o interrupción del plazo 

para la prescripción con motivo de la interposición de sendos 

recursos de revocación y la promoción de los juicios de nulidad, ya 

fue materia de estudio en el juicio de nulidad ***************, y en 

la vía constitucional, de suerte que tales aspectos adquirieron 

firmeza y, por ende, no pueden ser materia de estudio en un nuevo 

juicio de nulidad o de amparo.  

En ese sentido, los conceptos de violación destacados en 

párrafos anteriores, por un lado, no controvierten lo que 

efectivamente se resolvió en el juicio de origen, esto es, la suma del 

plazo que transcurrió para la prescripción del crédito fiscal a partir 

de lo que se resolvió en el juicio de nulidad  ***************, 

computado en un total de tres años, cinco meses y tres días, ni el 

diverso plazo que transcurrió del cuatro de noviembre de dos mil 

diecisiete (sic) ─fecha en que se dictó la sentencia en el juicio de 

nulidad  ************* ─, al veintiséis de marzo de dos mil 

veinticuatro ─data en que se promovió el juicio contencioso origen 

de esta ejecutoria─, computado en seis años, cuatro meses y 

veintidós días, cuya suma dio un total para efectos del plazo de la 

prescripción de nueve años, ocho meses y veinticinco días; y, 

por otro, por más que insista que fue ilegal que la interposición de 

los recursos de revocación y la promoción de los juicios de nulidad, 

fueran considerados para suspender el plazo de la prescripción, 

como se concluyó, no pueden ser analizados de nueva cuenta tanto 

por la responsable, como por este órgano jurisdiccional, porque 

adquirieron firmeza al ser resuelto el juicio de amparo *******, del 

índice de este Tribunal Colegiado, donde en sesión de veintitrés de 

mayo de dos mil diecinueve, se negó el amparo; de ahí que son 

inoperantes. 

A
L

E
JA

N
D

R
O

 C
R

U
Z

 V
IV

E
R

O
S

706a6620636a663300000000000000000001450e
22/04/29 14:47:36

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Amparo Directo 177/2025

71

No obstante lo anterior, es parcialmente fundado y 
suficiente para conceder el amparo, el argumento donde sostiene 

que, en cuanto al juicio contencioso *************, del índice de la 

Primera Sala Regional Norte-Este del Estado de México, del 

Tribunal Federal de Justicia Administrativa, debe considerarse que 

la suspensión provisional fue dictada el cuatro de enero de dos mil 

diecisiete, mientras que, la definitiva se otorgó el veintitrés de enero 

siguiente y dejó de surtir efectos el cuatro de mayo del mismo 
año, cuando se dictó la sentencia definitiva, por lo que solo tuvo una 

duración de cuatro meses.

Se dice que es parcialmente fundado porque 
incorrectamente se sustenta en la premisa de que el plazo se 

suspendió a partir de que le fue concedida la suspensión 

provisional; sin embargo, desde la sentencia dictada el cinco de 

noviembre de dos mil dieciocho, en el juicio de nulidad ***********

****, por la Primera Sala Regional Norte-Este del Estado de México, 

del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, que como se dijo, 

constituye cosa juzgada refleja, se determinó que dicha 

interrupción inició con el reconocimiento del actor de la existencia de 

los créditos fiscales, el dos de enero de dos mil diecisiete, con la 

presentación de la demanda. 

Empero, atendiendo a la causa de pedir, asiste razón al 

quejoso al señalar que la suspensión concluyó al momento en que 

se dictó sentencia definitiva en el juicio contencioso *************, 

del índice de la Primera Sala Regional Norte-Este del Estado de 

México, del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, el cuatro de 
mayo de dos mil diecisiete, por lo que el cómputo realizado por la 

responsable fue incorrecto. 

Así es, porque desde la sentencia de cinco de noviembre de 

dos mil dieciocho, dictada en el juicio de nulidad  ***************, 

por la Primera Sala Regional Norte-Este del Estado de México, del 
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Tribunal Federal de Justicia Administrativa, se indicó que con el 

reconocimiento de la existencia de los créditos fiscales que ocurrió 

con la promoción del referido juicio contencioso  *************, el 

dos de enero de dos mil diecisiete, al veintitrés de enero de dos mil 

diecisiete, cuando se emitió la interlocutoria de veintitrés siguiente, 

cuando se concedió la suspensión definitiva, transcurrieron veintidós 

días, y se suspendió el procedimiento de ejecución, lo cual concluyó 

el cuatro de mayo de dos mil diecisiete, cuando se dictó la 
sentencia definitiva en dicho expediente.

Fecha de sentencia “cuatro de mayo de dos mil diecisiete” 

que fue precisada también en la ejecutoria de veintitrés de mayo de 

dos mil diecinueve, dictada en el juicio de amparo directo *******, 

del índice de este Tribunal Colegiado, al observar que la 

responsable la había considerado como la data en que concluyó la 

suspensión y que, el entonces pleno de este órgano colegiado, 

determinó que debía subsistir y seguir rigiendo el sentido del fallo, 

derivado de lo inoperante de los conceptos de violación; aspecto 

que, además, se corrobora con la consulta que se realiza a la 

página web oficial de “Consulta de Sentencias Públicas”, del 

Tribunal Federal de Justicia Administrativa, localizable en la 

dirección electrónica: 

http://sentencias.tfjfa.gob.mx:8080/SICSEJLDOC/faces/content/publi

c/consultasentencia.xhtml;jsessionid=ub3jBoVDiP_zhhmlsttqZqUUH

FWU06ix746O-prHXLP0QPn5AckH!1044278946, de donde se 

obtuvo la versión pública del fallo que resolvió el juicio de nulidad 

*************, del índice de la Primera Sala Regional Norte-Este del 

Estado de México, del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, 

cuyo contenido se invoca como hecho notorio en términos del 

artículo 88, del Código Federal de Procedimientos Civiles, aplicado 

supletoriamente, por disposición del numeral 2º, segundo párrafo, de 

la Ley de Amparo, y en lo que interesa se visualiza la siguiente:
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(Se suprime imagen)

No obstante, en la sentencia reclamada, la aquí responsable 

invocó como hecho notorio la sentencia definitiva que dijo fue 

dictada el “cuatro de noviembre de dos mil diecisiete”, en el juicio 

de nulidad  *************, donde la Primera Sala Regional Norte-

Este del Estado de México, del Tribunal Federal de Justicia 

Administrativa decretó el sobreseimiento en el juicio.

Luego, expuso que la suspensión de la ejecución del crédito 

fiscal solo abarcó hasta el “cuatro de noviembre de dos mil 
diecisiete”, cuando se dictó la sentencia definitiva en el juicio de 

nulidad  *************, siendo esta la última suspensión advertida 

en el juicio.

Consideró que del “cuatro de noviembre de dos mil 
diecisiete”, al veintiséis de marzo de dos mil veinticuatro, cuando se 

promovió el juicio de nulidad origen de este asunto, transcurrieron 
seis años, cuatro meses y veintidós días. 

En consecuencia, concluyó que sumados los plazos 

establecidos en la sentencia de cinco de noviembre de dos mil 

dieciocho, dictada en el juicio de nulidad  ***************, en 

cantidad de tres años, cinco meses y tres días, a los que determinó 

en el juicio que resolvía, en cantidad de seis años, cuatro meses y 

veintidós días, daban un total de nueve años, ocho meses y 
veinticinco días, por lo que era evidente que no se configuró la 

prescripción por el transcurso de diez años aludidos en el artículo 

146, párrafo quinto, del Código Fiscal de la Federación.   

Empero, la responsable perdió de vista que la sentencia que 

resolvió el juicio de nulidad  *************, se dictó el cuatro de 
mayo de dos mil diecisiete, no el cuatro de noviembre de dos mil 

diecisiete, que es la fecha que utilizó para contabilizar el plazo que 
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transcurrió para efectos de la prescripción del crédito fiscal; en 

consecuencia, está viciado el cómputo que realizó, pues tomó en 

consideración una data que es incorrecta.

En consecuencia, ante lo parcialmente fundado del concepto 

de violación que se analiza, lo procedente es conceder el amparo 

para efectos de que, la responsable:

1. Deje insubsistente la sentencia reclamada dictada el dos de 

diciembre de dos mil veinticuatro, en el juicio de nulidad **********

****; y,

2. Dicte otra en la que:

a) Reitere los aspectos que no son materia de la concesión, a 

saber: que fue improcedente el juicio contencioso contra el oficio 

*************************, de cuatro de octubre de dos mil 

veintitrés, por el que la demandada solicitó a la institución bancaria 

la inmovilización de la cuenta bancaria; que si es procedente contra 

la ilegalidad del cobro de los créditos fiscales determinados en el 

oficio  *************************; que se actualizó la figura de la 

cosa juzgada refleja respecto de los temas que fueron dilucidados 

en la sentencia de cinco de noviembre de dos mil dieciocho, dictada 

en el juicio de nulidad  ***************, por la Primera Sala 

Regional Norte-Este del Estado de México, del Tribunal Federal de 

Justicia Administrativa, por haber sido negado el amparo en su 

contra, al resolver el juicio de amparo directo *******, del índice de 

este tribunal colegiado, en sesión de veintitrés de mayo de dos mil 

diecinueve; y, los cálculos que realizó para concluir que en aquel 

asunto se computaron tres años, cinco meses y tres días.

b) A partir de lo analizado en la última parte del presente 

considerando, con libertad de jurisdicción, realice de manera 

correcta el cómputo de los días que transcurrieron para efectos del 
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plazo de diez años indicado en el artículo 146, párrafo quinto, del 

Código Fiscal de la Federación, para lo cual deberá considerar que 

la sentencia que resolvió el juicio de nulidad *************, se dictó 
el cuatro de mayo de dos mil diecisiete.

Resta decir, en relación con los alegatos formulados por la 

autoridad tercera interesada, que sus planteamientos fueron 

estudiados por este Tribunal Colegiado, sin embargo, se considera 

innecesario hacer un pronunciamiento expreso en esta sentencia.

Es así, ya que corresponde al órgano jurisdiccional determinar, 

en atención al caso concreto, si plasma en la resolución el estudio 

de los alegatos formulados por las partes, en el entendido de que 

sólo si existiera alguna incidencia o cambio de criterio a partir del 

análisis de dichos argumentos, sí resultaría necesario referirlo en la 

sentencia, de conformidad con los artículos 16 y 17, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Al respecto, tiene aplicación la jurisprudencia P./J. 26/2018 

(10a.), emitida por el pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, visible en la página 5, Tomo I, Libro 60, de la Décima Época 

de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación de rubro: 

“ALEGATOS EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. SI 
BIEN LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 
DEBEN ESTUDIARLOS, NO NECESARIAMENTE DEBEN 
PLASMAR ALGUNA CONSIDERACIÓN AL RESPECTO 
EN LA SENTENCIA.” 

Por lo expuesto y fundado, se

R E S U E L V E:

ÚNICO. La Justicia de la Unión ampara y protege a  ******* 

******* ******** contra la sentencia emitida el dos de diciembre de 
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dos mil veinticuatro, en el juicio contencioso federal **************, 

por la Segunda Sala Norte-Este del Estado de México, del Tribunal 

Federal de Justicia Administrativa, para los efectos referidos en el 

último considerando de esta ejecutoria.

Notifíquese, en su oportunidad, vuelvan los expedientes a su 

lugar de origen y archívense los autos como asunto concluido.

Así lo resolvió el Primer Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Segundo Circuito, por unanimidad de votos de 

quienes lo integran: magistrado Óscar Vázquez Moreno 
(presidente), la magistrada Priscila Andrea Reza Valadez, de 

manera interina, en sustitución de la magistrada Diana Elda Pérez 

Medina, mientras ésta permanezca comisionada en el Pleno 

Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región Centro-Sur, 

con residencia en la Ciudad de México, conforme al oficio 

SEADS/291/2026 de once de febrero de dos mil veintiséis, firmado 

por el secretario ejecutivo de la Comisión de Adscripción del Órgano 

de Administración Judicial y el secretario en funciones de 

magistrado Alejandro Moreno Camacho, de conformidad con el 

punto sexto del “Acuerdo General del Pleno del Órgano de 

Administración Judicial por el que se adscriben a las personas 

electas en el Proceso Electoral Extraordinario a diversos cargos del 

Poder Judicial de la Federación 2024-2025, asimismo, se 

comisionan, reubican y readscriben, a personas funcionarias de los 

Órganos Jurisdiccionales, se designan y, en su caso, prorrogan a 

personas secretarias en funciones de Personas Juzgadoras”, 

publicado en el Diario Oficial de la Federación el catorce de 

septiembre de dos mil veinticinco, siendo ponente el tercero de los 

nombrados.

Firman, electrónicamente, los integrantes de este tribunal 

colegiado, así como el secretario, que autoriza y da fe.
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En términos de lo previsto en los artículos 110 y 113 de la Ley 

Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, así 

como en el Acuerdo General 11/2017, del pleno de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, publicado el dieciocho de septiembre 

de dos mil diecisiete, en el Diario Oficial de la Federación, en esta 

versión pública se suprime la información considerada legalmente 

como reservada o confidencial, que encuadra en esos supuestos 

normativos.

Se CERTIFICA: que el catorce de julio de dos mil veintiséis, la presente ejecutoria 
se firmó electrónicamente dentro del plazo de diez días previstos para ello, en el 
artículo 184, párrafo segundo, de la Ley de Amparo, por el Magistrado, la magistrada y 
el secretario en funciones de magistrado, integrantes de este Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Segundo Circuito, así como por el secretario que autoriza 
y da fe.

En esta misma fecha se giraron los oficios 3223 y 3224, a fin de comunicar la anterior 
determinación judicial. Conste
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64 3a 0b 23 7f f1 db 01 cb 17 0c 41 4d c7 da 4c
92 2b 23 5c 16 ac 76 26 d3 32 08 62 06 05 b8 f6
11 13 55 33 05 4f c3 0f d4 f1 26 11 5d 81 48 ed

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 14/07/26 16:33:16 - 14/07/26 10:33:16

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.45.0e

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 14/07/26 16:33:16 - 14/07/26 10:33:16

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 181417819

Datos estampillados: eNwcIU0J/TSs/0zdhVxKBtKu17s=
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FIRMANTE
Nombre: ALEJANDRO MORENO CAMACHO Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.88.0d Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

14/07/26 18:29:46 - 14/07/26 12:29:46 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

80 97 12 80 bd f8 0a 84 14 ba c9 f4 a7 58 17 4a
a7 82 9a d4 1e 3a 93 37 bc 44 43 b3 02 ef ea 07
ed 25 5b ef 59 3f 57 83 66 fd 35 89 e8 9e d5 3c
44 37 73 57 94 88 1f 48 57 b6 51 1c 65 91 ff 57
55 ad 3b 1f 5b d7 22 a5 28 39 e8 c3 35 53 f0 91
e7 84 aa 5c 2f e8 1b 79 48 ac 34 5c 8e 82 53 88
23 e7 3e 41 8e cd 9b 27 c7 e1 fb 86 9e c3 e5 9b
77 ec 48 e3 e0 79 cc e3 0d 96 65 da 07 3e 40 e7
65 74 bb 2d 95 db 94 80 a9 f4 11 f8 75 b5 92 20
51 a4 c9 af 6e db 93 33 1f db 6d 48 57 51 e6 4c
9a 64 31 d6 3f df 40 bc 1d 9f c9 4f 0c e7 ca 6e
bb 28 a9 56 22 68 1f e8 4c af 00 c1 08 1d 52 52
00 2f ca 3c 39 f7 42 d6 1a ad c6 24 7a 53 e0 c4
22 4a 97 3f 67 3a f2 c9 37 20 59 76 66 78 2f b0
eb 86 d5 80 b0 1e f7 d6 0e a2 2f e3 cc 29 2a 17
bf 25 a3 1d 99 82 13 2a 22 b8 54 1d 16 48 2f 31
f6 ea 9c c0 84 52 c9 f1 ef 40 0c 81 72 d1 5e a3
bc d2 cb ad 7f a1 27 02 7a 63 c1 7b 00 67 72 10
84 8b 8e 29 90 73 a7 2a 82 53 62 93 64 01 49 8c
c2 62 68 ba 20 bf 38 4a a6 6a 1a c0 86 97 b9 dd
b6 07 58 c8 22 aa 92 70 84 13 97 a7 5d f9 34 ef
ed d7 fe 22 20 b3 83 6e 6a 0c 14 78 8f 72 7c 6c
00 f6 a4 67 fe 46 3d 5c 33 5c 3a 32 fe d0 a2 a4
5c ab 0b 87 25 6f be fa 07 3b b9 e7 e1 eb 62 64

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 14/07/26 18:29:46 - 14/07/26 12:29:46

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.88.0d

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 14/07/26 18:29:47 - 14/07/26 12:29:47

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 181561440

Datos estampillados: enElE6w8snimI9hYE/j+3d0WD/Q=
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FIRMANTE
Nombre: PRISCILA ANDREA REZA VALADEZ Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.3d.eb Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

14/07/26 21:21:58 - 14/07/26 15:21:58 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

59 d6 3b 01 f4 87 e9 59 93 c2 3c 05 af 48 90 90
09 aa 66 80 57 bc 4d 3e 1a 20 21 7c 09 85 cb 6d
a9 79 4e e3 65 af 89 5d 0b d3 32 77 95 5a c8 c0
49 a6 e3 58 83 bb bf 67 59 e0 23 fd 4a 4d 0b f9
28 f4 d9 48 12 34 c5 79 96 b4 b1 59 43 ea 13 98
10 49 95 0e 9a ee fb 27 0b 8d 5f 2b 8d 7c c7 49
29 13 5a 0f 2b 64 f1 ff d9 38 78 9c b0 a8 c8 51
ee 6b d4 c4 7b b4 7e 5e 89 64 2b 3e 47 8b c2 4f
93 8c 1e e4 05 55 89 00 29 40 6c 3b 14 e0 f6 e9
bb d8 53 f8 00 fa 13 d3 02 b5 a8 18 2d 25 4e 16
6a 9b 79 b6 ec 3e c1 af a0 20 b1 5c 96 e6 17 f3
b6 cd 90 e4 30 ec 19 a2 6e f0 85 42 59 d8 86 6e
af 8c 6c cc 32 5c 54 b7 e5 92 d9 43 be e5 80 eb
54 bf ff e7 eb 6b 90 40 0c f6 67 c1 6e 37 c9 7f
38 4b 30 0b 54 1e 56 ef ea 47 55 27 53 54 b0 ba
f7 11 6f 27 b1 1b f9 5e 5c e8 5c 89 79 75 62 c9
e7 37 13 f1 f2 33 a4 0e 2a 65 cb b7 5f 30 9c 1e
6d 69 61 02 54 02 37 09 d4 37 32 c6 46 16 68 e3
58 e5 36 33 0f 16 d3 88 97 65 97 fd ec 6d d2 49
5e 83 54 ac 50 9b ef 3c 5e 91 70 40 60 51 c5 80
08 7d 31 96 48 3a 06 3d 4c fd 3c 7f 6d f9 a8 e1
65 d2 9e 4f c3 31 e3 02 74 8e af 1d 2b 96 9b cc
1f 80 24 00 69 33 63 f3 dc 7f bd 03 f6 3d e8 46
be 85 bb 7c 17 7b ea f0 bd c5 c8 70 8c 22 94 a8

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 14/07/26 21:21:58 - 14/07/26 15:21:58

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.3d.eb

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 14/07/26 21:21:59 - 14/07/26 15:21:59

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 181794862

Datos estampillados: JY73xNmTsWbqyjZ15HZfJgrxGCM=
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FIRMANTE
Nombre: OSCAR VAZQUEZ MORENO Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.47.94 Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

14/07/26 22:37:02 - 14/07/26 16:37:02 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

04 6b 1d fc b4 c4 eb b9 6b c8 cb c5 3f 88 bc 0a
57 90 c4 7a c8 25 9c e7 4b 44 a8 61 bb 4f a9 85
df cd 67 22 ea c1 16 39 7e 9b 46 e4 2a 17 d2 91
c4 e1 fc 9b 1f a7 73 a4 d5 4e bd 19 61 ed 2a e7
bd 18 69 01 c3 53 2b 77 c0 8d 14 c2 c4 ec 00 e4
27 d1 24 b7 53 1c cb 63 cd c8 50 eb c9 aa 73 cd
49 d0 af ea e5 5c b4 41 72 7f 00 eb 7f 41 84 48
1b 2f 09 b7 f5 cf b8 ee 60 df 3a c0 9c 5f 58 06
06 6f 3e e7 95 d2 3d 0a e1 31 32 04 91 02 9e 70
a4 84 69 69 9b 75 cd d5 36 eb 20 8e 6a ed 4c 09
39 44 58 52 a6 b8 91 f1 6e 0b 67 02 0c 24 be d0
8c 53 ac a7 66 18 b8 84 86 f2 a7 6b ab 46 71 39
2e 4d 28 4d 61 be 29 e2 4b ac 92 b8 d8 81 13 51
0e a6 87 27 bc cf 53 db b1 16 9b 56 8d 44 db e5
9a 2c 8c e0 18 5d cf c9 98 49 73 45 d8 e0 41 f9
94 5a b9 be 41 ab a7 c2 0e 98 60 11 6a ea 39 2c
1e 52 27 e5 25 3d d6 cd 9e a6 49 9e 86 12 c5 cd
83 2b fe 5e 9b 34 8a c1 45 f5 bd c4 e3 ac 1c 1a
7e f7 34 31 23 7d 08 3e f9 d8 b8 b4 ad cd 8b c4
54 7a 2c 37 09 12 57 77 c4 de ea 17 dc 2a 1a 46
32 dc ea 83 60 13 7a 92 1b ef 7e 62 6d fb 01 b4
07 23 0c 86 c7 3f 7f 29 ae 01 f8 d9 4a be 89 36
f1 22 a9 9f e2 4d d0 33 2a f5 c3 93 e4 fb 94 f0
22 49 55 6f 72 a8 bc 6d a0 70 86 bd 6b e5 68 e6

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 14/07/26 22:37:02 - 14/07/26 16:37:02

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.47.94

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 14/07/26 22:37:02 - 14/07/26 16:37:02

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 181875451

Datos estampillados: aaKiOv3wznBq472Y4IYUPwM66ZM=
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aEl catorce de julio de dos mil veintiseis, el licenciado Alejandro Cruz Viveros,

Secretario(a), con adscripción en el Primer Tribunal Colegiado en Materia
Administrativa del Segundo Circuito, hago constar y certifico que en esta
versión pública no existe información clasificada como confidencial o
reservada en términos de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la
Información Pública. Conste.


